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RESUMEN O ABSTRACT 

 

El presente trabajo de investigación, es de suma importancia para aportar soluciones al 

grave problema de la violación de los Derechos Humanos en las penitenciarias del Estado 

Plurinacional Boliviano. Se considera que la implementación de fundamentos jurídicos 

para la capacitación en Derechos Humanos del Personal policial, asignado a la seguridad 

de los establecimientos penitenciarios, permitirá generar mejores condiciones para el 

tratamiento penitenciario de los privados de libertad, pues actualmente todavía se 

presentan graves violaciones a los Derechos Humanos, que se refleja en tratos crueles, 

inhumanos y degradantes que sufren algunas veces los privados de libertad, por parte del 

personal policial  designado conforme a la Ley Orgánica de la Policía Nacional  que 

dispone la orden de destinos de la policía. 

 

Finalmente, es preciso que el personal policial cumpla a cabalidad con las previsiones 

constitucionales sobre los derechos de las personas privadas de libertad, que por primera 

vez han sido incorporadas en la Constitución Política del Estado como una de las 

principales novedades y motivos de rompimiento con las anteriores Constituciones, ya 

que señala en su articulo 73 que  toda persona sometida  a cualquier  forma  de privación 

de libertad  será tratada con el debido respeto a la dignidad humana. 
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PERFIL DE TESIS 

 

ENUNCIADO DEL TEMA DE LA TESIS. 

 

“FUNDAMENTOS JURIDICOS PARA LA CAPACITACION EN 

DERECHOS HUMANOS DEL PERSONAL POLICIAL 

ASIGNADO A LA SEGURIDAD DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

PENITENCIARIOS” 

 
 

IDENTIFICACION DEL PROBLEMA 

 

El problema objeto de la presente tesis, consiste en que actualmente, se producen 

violaciones a los Derechos Humanos de los privados de libertad, por parte del personal 

policial asignado a la seguridad de los establecimientos penitenciarios, debido a que 

este personal, es destinado y relevado a las penitenciarias periodicamente, conforme a  

ordenes superiores. 

 

Todo esto, es un indicador de que este personal al ser eventual, carece de capacitación 

y formación para realizar este trabajo tan delicado, del que depende el efectivo 

tratamiento de readaptación y enmienda de los privados de libertad. La poca o ninguna 

formacion en Derechos Humanos del personal policial, ha provocado que los propios 

internos soliciten que el personal asignado a los establecimientos penitenciarios 

reciban capacitacion en Derechos Humanos y de esta manera evitar el maltrato y 

abuso de autoridad, que en muchos casos a  desencadenando en una violacion de los 

Derechos Humanos, por lo que amerita con carácter de urgencia, capacitar y 

especializar en Derechos Humanos  a los funcionarios policiales asignados a las 
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cárceles. 

 PROBLEMATIZACION  

 

 

1 ¿Existe actualmente formación y capacitación del personal policial asignado a 

los establecimientos penitenciarios, en Derechos Humanos? 

 

2 ¿Qué desventajas y problemas se presentan por la carencia de capacitación en 

Derechos Humanos del personal policial destinados a las cárceles? 

 

3 ¿Cómo debería ser la capacitación en Derechos Humanos del personal policial 

para que trabaje en los centros penitenciarios? 

 

4 ¿Qué requisitos Personales de capacitación y formación debería cumplir el 

personal policial de las prisiones? 

 

5 ¿Por qué debe ser formado y capacitado el personal policial asignado a los 

establecimientos carcelarios en Derechos Humanos? 

 

6 ¿Cuáles son los principios consagrados por la Nueva Constitución Política del 

Estado sobre Derechos Humanos? 

 

7 ¿Qué se establece en la Nueva Constitución Política del Estado, sobre los 

derechos de los privados de libertad? 

 

8 ¿Qué vacíos y deficiencias existen en la Ley de Ejecución Penal y Supervisión 

sobre la capacitación y formación del Personal penitenciario? 

 

9 ¿Cuáles son los principios y garantías Constitucionales de la Ley de Ejecución 

Penal y supervisión  y que vacíos y deficiencias presenta en la actualidad? 
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10 ¿Qué prescriben las Reglas Mínimas de las NN.UU. sobre la formación y 

capacitación del personal penitenciario en general y sobre el personal policial en 

particular? 

 

11 ¿Qué principios podemos encontrar en la Legislación Comparada, sobre el tema 

referido al personal policial de las penitenciarias y los Derechos Humanos?  

  

 

 DELIMITACIÓN DEL TEMA DE LA TESIS. 
 

DELIMITACIÓN TEMÁTICA 

 

El tema de la Tesis se circunscribio al Derecho Penitenciario y a la Nueva 

Constitución Política del Estado, que consagra los Derechos de los Privados de 

Libertad y los Derechos Humanos. 

 

DELIMITACIÓN TEMPORAL 

 

La Tesis comprendió los últimos cinco años, desde 2005 hasta el 1er semestre 

de 2010, con objeto de realizar el trabajo de campo, las encuestas, entrevistas y 

el análisis estadístico correspondiente. 

 

DELIMITACIÓN ESPACIAL 

 

Pese a que el problema objeto de la tesis, tiene alcance nacional por motivos 

metodológicos, se ha tomado para el trabajo de campo, encuestas entrevistas y 

estadísticas, la penitenciaria de San Pedro de la ciudad de La Paz.  
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FUNDAMENTACIÓN E IMPORTANCIA DEL TEMA DE LA TESIS. 

 

El tema que aborda la presente tesis reviste particular importancia y relevancia jurídica 

y penitenciaria,  por que en la actualidad el personal policial asignado a los 

establecimientos penitenciarios del Estado, es eventual e improvisado y carece de 

capacitación y de la formación adecuada para realizar este importante y delicado 

trabajo. 

 

Además, lo que es más alarmante es que no tienen la mínima formación en Derechos 

Humanos, que es fundamental para trabajar con los privados de libertad en los centros 

penitenciarios. 

 

Asimismo, carecen de la especialización y preparación que recomiendan las Reglas 

Mínimas para el tratamiento de reclusos de parte del personal penitenciario. 

 

Todo esto, provoca en la realidad carcelaria de nuestro Estado, una serie de 

violaciones a los Derechos Humanos en las cárceles y no permite luchar y trabajar 

efectivamente, para solucionar los graves problemas penitenciarios que se presentan, 

como la corrupción, violencia, vagancia, formación de grupos y bandas delincuenciales, 

que actúan  al interior de todos los establecimientos penitenciarios  y el consumo de 

drogas y alcohol que son los principales flagelos que sufren los privados de libertad. 

 

Además, se perjudica el tratamiento penitenciario, así como el trabajo y estudio que 

deben ser los fundamentos principales para lograr la enmienda y readaptación social, 

que prescribe  el artículo 25 de nuestro Código Penal, sobre el fin de la pena. 

 

 En consecuencia, surge la urgente necesidad, de mejorar la formación del personal 

policial, asignado a los centros penitenciarios del Estado, capacitándolos, sobre todo, 

en Derechos Humanos, manteniendo su continua actualización  y especialización, con 

el objeto  primordial de mejorar las condiciones de vida en las prisiones, contribuir a la 
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reincersion social de los privados de libertad y evitar su reincidencia. 

OBJETIVOS DEL TEMA DE LA TESIS. 

 

  OBJETIVOS GENERALES. 

 
1 Se determinaron  los factores socio - jurídicos y penitenciarios, que sustentan 

las bases de la administración y el personal policial asignado a la seguridad 

de los establecimientos penitenciarios. 

2 Se establecieron  las actuales deficiencias, referidas  las capacitación en 

Derechos Humanos, del personal policial asignado a la seguridad de los 

establecimientos penitenciarios  

 
 

 OBJETIVOS ESPECÍFICOS. 

 
 
 

1 Se propusieron los fundamentos teóricos, doctrinales y normativos que 

permitan incorporar los preceptos socio – jurídicos institucionales para  

lograr la capacitación en Derechos Humanos del Personal  policial 

asignado a la seguridad de los Centros Penitenciarios.  

2 Se evaluaron las actuales deficiencias y problemas que presenta el 

personal policial asignado a la seguridad de los establecimientos 

penitenciarios. 

3 Se identificaron los mecanismos que permitan la capacitación en 

Derechos Humanos del personal policial de las cárceles. 

4 Se analizó, si es viable la formación del personal policial de las prisiones, 

desde  la Escuela Básica y la Universidad Policial, para que cuenten con 

especialidad para realizar el delicado trabajo, referido a la seguridad de 

los establecimientos penitenciarios. 

5 Se proyecto un sistema que permita la inamovilidad, ascensos y  carrera 

laboral del personal policial de las cárceles, para evitar los continuos 

cambios de destino que perjudican este trabajo   
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MARCO TEÓRICO. 

 
El Marco Teórico, esta dado por las teorías del Positivismo, adoptadas por el Derecho 

Penal desde que Lombroso, Ferri y Garófalo fundaran la Escuela Positiva del Derecho 

Penal. Esta Escuela preconiza sobre todo la rehabilitación y reinserción social del 

delincuente y “buscó humanizar al Derecho Penal”  

 

Su planteamiento filosófico, es opuesto a la Escuela Clásica, que postulaba que: “La 

pena es un mal, con el cual se sanciona al delincuente, por que este ha violado el 

ordenamiento jurídico; por lo tanto, la pena es un medio para proteger a la sociedad y 

tutelar el ordenamiento jurídico existente” 

 

También, se basa en las teorías de la Escuela Correccionalista, representada por 

Carlos David Augusto Roheder, quien señala que: “No solo hay que buscar con la 

pena, que el delincuente no vuelva a transgredir la ley, sino que debe tratarse de 

reformarlo en lo interior, en su voluntad, hasta lograr que esta se pliegue libremente a 

las exigencias sociales”. 

 

Es por eso, que el principal mérito de las teorías de la Escuela Correccionalista, es 

haber logrado imponer hasta el día de hoy, que se añada en todas las Legislaciones 

Penales, incluida la nuestra, en su Articulo 25, que el fin de la pena, es la corrección del 

delincuente, que actualmente es aceptada por todos. 

 

La Escuela positiva: Postula la rehabilitación y enmienda del delincuente y la pena 

indeterminada  

 
Luís Jiménez de Azúa: Señala que la redención, también debe otorgarse por estudios.  

 

Eugenio Cuello Calón , Indica que, la redención es: 

“Un sistema, que permite cumplir las condenas de manera observada mediante el 

trabajo del reo en las penitenciarias del país.  
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HIPÓTESIS DE TRABAJO. 

 

Capacitando en Derechos Humanos, al personal policial asignado a la seguridad de 

los establecimientos penitenciarios y logrando su especialización, carrera e 

inamovilidad funcionaria, se conseguirá mejorar las condiciones de los privados de 

libertad para alcanzar su completa reincersion social y se evitaran  los tratos crueles 

inhumanos y degradantes que actualmente inciden con frecuencia en las 

penitenciarias del Estado.  

 

VARIABLES. 
 
  INDEPENDIENTE. 

 
Las violaciones a los Derechos Humanos, que actualmente se practican en las 

penitenciarias. 

DEPENDIENTE. 
 

     Se lograra la completa reincersion social de los privados de  libertad y se evitaran 

los tratos crueles inhumanos y degradantes que actualmente se practican. 

 

MÉTODOS Y TÉCNICAS A UTILIZAR EN LA TESIS  

 

En la elaboración de la tesis se tomarán en cuenta los métodos siguientes: 

 

METODOS GENERALES 

 

      MÉTODO INDUCTIVO 

Que nos permitió realizar el análisis de un fenómeno particular, para llegar a elaborar 

conclusiones generales, que impliquen una amplía gama de fenómenos, que fue 

imprescindible en el trabajo, que tiene como objeto de estudio la formación profesional 

del personal policial asignado a los establecimientos penitenciarios. 
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      MÉTODO DEDUCTIVO 

  

Que fue un instrumento importante en la investigación, pues, nos permitio analizar la 

problemática planteada de manera general, para posteriormente deducir y determinar 

las verdaderas repercusiones del problema y poder proponer la solución legal al 

problema. 

 

 METODO SINTETICO 

 

Que nos permitió relacionar hechos aparentemente aislados para formular una teoría 

unificada de esos diversos elementos 

 

 METODO ANALITICO 

 

También fue  de mucha utilidad en la elaboración de la tesis, ya que nos permitió 

distinguir los elementos de un fenómeno ya que se revisan ordenadamente cada uno 

de esos elementos por separado. 

 

 METODO DIALECTICO 

Que nos permitió estudiar los fenómenos en sus relaciones con otros y especialmente, 

en su estado de continuo cambio. 

 

 METODOS ESPECIFICOS 

       MÉTODO TELEOLÓGICO. 

  

Que busca encontrar el interés jurídicamente protegido, según el Dr. Arturo Vargas en 

su obra sobre la Elaboración del Perfil de Tesis, que en nuestro caso nos permitió 

analizar la problemática referida a la formación y capacitación del personal policial 

asignado a los establecimientos. 

 



 18 

     MÉTODO GRAMATICAL 

  

Que facilitó la elaboración del Anteproyecto de Ley que se pretende analizar, ya que 

toma en cuenta el sentido de las palabras, determinando su origen, incluso etimológico 

para plantear la norma jurídica y su correcta tipificación.  

 

MÉTODO EXEGÉTICO 

 

Por lo anotado, fue importante la utilización de este método que nos servio para 

analizar la legislación actual y determinar si existen deficiencias, contradicciones o 

vacíos legales.  

 

También se utilizo el método dogmático, que tiene por objetivo la aplicación de la 

norma jurídica, tal cual está establecida sin someterla a discusión alguna, ya que para 

realizar el presente trabajo, es necesario seguir al pie de la letra la normatividad jurídica 

inmersa en la legislación. 

 

METODO HERMENEUTICO 

 

Que nos permitió, averiguar cual fue la voluntad del legislador, al elaborar la norma 

jurídica, en lo relativo a la Ley de Ejecución Penal y Supervisión  

 

MÉTODO LÓGICO JURÍDICO  

 

Finalmente, fue imprescindible la utilización del método lógico jurídico, que consiste en 

el análisis lógico de la normatividad existente y su desarrollo, y el desarrollo 

fenomenológico que es el estudio de la realidad misma y su repercusión en el problema 

planteado. 
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TÉCNICAS A UTILIZARSE EN LA TESIS. 

 

También, se utilizaron técnicas como las encuestas, cuestionarios, entrevistas y otros, 

ya que considero indispensable, ya que existieron hechos por probar y objetivos que 

alcanzan en este sentido. 

 

La entrevista para conocer la opinión de los facultativos involucrados en la 

administración de justicia, como personal policial asignado a los establecimientos 

penitenciarios, criminólogos, penalistas, jueces, vocales, otros policías, investigadores 

y criminalistas, fue indudablemente de enorme valor y fortaleció el contenido y 

credibilidad de la tesis. 

 

Finalmente, la opinión publica y la comunicación social, nos proporcionaron datos, 

hechos y cifras, que son reflejo de la realidad actual y material muy importantes, que 

nos aproximaron con mayor exactitud a lo que acontece actualmente con relación al 

personal policial asignado a la seguridad de los establecimientos penitenciarios. Para 

todo esto, debe realizarse el trabajo de campo correspondiente.  
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INTRODUCCION 
 
 

 
La presente tesis aborda la problemática que plantea los fundamentos jurídicos para 

lograr la capacitación del personal policial asignado a la seguridad de los 

establecimientos penitenciarios en el los Derechos Humanos, ya que es importante  

que el personal de seguridad interior y exterior de estos establecimientos, por las 

delicadas funciones que desempeñan, aparte de los requisitos exigidos por el articulo 

65 de la Ley de Ejecución Penal y Supervisión, que establece que serán 

cuidadosamente seleccionados y especializados sean capacitados en los Derechos 

Humanos, consagrados en la Constitución Política del Estado y los Convenios y 

Tratados Internacionales sobre esta materia, para evitar  el trato cruel, inhumano y 

degradante que se podría presentar en los Establecimientos Penitenciarios de nuestro 

país.  

 

Es importante señalar que los mismos privados de libertad en muchas  reuniones, con 

el director General de Régimen Penitenciario y Supervisión incluso huelgas que han 

realizado, han pedido clamorosa mente y con carácter de urgencia que el personal 

policial asignados a las cárceles reciban la correspondiente capacitación en Derechos 

Humanos, aparte de la vocación, aptitudes, preparación académica, examen medico, 

psicológico y social y los antecedentes personales que deben tener. Todo esto, debido 

a las delicadas funciones que se les asigna de asegurar el efectivo cumplimiento del 

régimen disciplinario, mantener el orden interno, velar y resguardar la integridad de los 

internos y mantener su pacifica convivencia, evitando también el ingreso de armas, 

sustancias controladas y otros artículos prohibidos que amenazan la tranquilidad de los 

establecimientos penitenciarios. Además el personal de seguridad exterior solo deberá 

emplear la fuerza física cuando sea absolutamente indispensable para el cumplimiento 

de sus funciones, pudiendo utilizar sus armas de fuego únicamente par prevenir o 

evitar evasiones y para proteger la vida e integridad del personal penitenciario o de los 

internos, siempre y cuando no existan otros medios menos lesivos para prevenir o 
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conjurar el peligro. En estos casos el uso de armas de fuego, según la Ley de 

Ejecución Penal y Supervisión, será precedido de las advertencias necesarias que en 

caso de no ser obedecidas, los disparos serán efectuados primeramente al aire, luego 

de lo cual recién podrán disparar a los involucrados, evitando en lo posible lesionar sus 

partes vitales. 

 

Esto significa que los miembros de la policía nacional asignados a las penitenciarias 

deben tener conocimiento profundo de los Derechos Humanos, que actualmente tienen 

particular relevancia, ya que luego de la Constitución política del Estado que es la 

norma suprema del ordenamiento jurídico Boliviano y goza de primacía frente a 

cualquier otra disposición normativa, según el articulo 410 de este cuerpo legal, están 

en el bloque de constitucionalidad los Tratados y Convenios Internacionales en materia 

de Derechos Humanos,  que releva su profunda importancia por su carácter de 

obligatoriedad. 

 

Por lo expuesto, la tesis se refiere a este importante temática que esperamos 

contribuya a la modernización del sistema penitenciario boliviano y sobre todo a la 

erradicación de la violencia policial y las violaciones a los Derechos Humanos que se 

presentan muchas veces  por la falta de profesionalización y desconocimiento de estos 

importantes aspectos por parte de los miembros de la policía y en otras ocasiones por 

malos policías que hacen quedar mal a la Institución del Orden. 

 

Por este motivo, la presente tesis se ha estructurado en cuatro capítulos, que abordan 

en primer lugar los antecedentes históricos de los establecimientos penitenciarios y el 

personal policial asignado a las cárceles. Luego  pasa a tratar ampliamente sobre los 

Derechos Humanos y el respeto que debe existir a los mismos en los establecimientos 

penitenciarios.  
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Posteriormente, se aborda el estudio de la legislación comparada y el marco jurídico 

nacional sobre la materia, para finalmente  incluir los resultados del trabajo de campo 

realizado para detectar los vacíos y deficiencias actualmente existentes, la 

Victimización  Terciaria   en la Penitenciaria de San Pedro de la Ciudad de La Paz, el 

criterio que tienen los tratadistas juristas, autoridades judiciales y integrantes de la 

estructura orgánica de la administración penitenciaria y de supervisión en este ámbito y 

la comprobación de la hipótesis y conclusiones del marco practico pertinentes. 

 

 

También, como corolario de la investigación, se incluye un proyecto de Ley que siente 

las bases y fundamentos Jurídicos para la capacitación del personal policial asignados 

a los Establecimientos Penitenciarios, en Derechos Humanos, que esperamos se 

constituya en un verdadero aporte para mejorar el tratamiento penitenciario y las 

condiciones de los privados de libertad y sobre todo para que se tome conciencia sobre 

los derechos constitucionales de las personas privadas de libertad que deben recibir un 

trato respetuoso a la dignidad humana, buscando soluciones a la violación de los 

derechos humanos, que lamentablemente todavía se dan en los establecimientos 

penitenciarios. 
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CAPITULO I 

 

ANTECEDENTES HISTORICOS DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

PENITENCIARIOS  Y EL PERSONAL POLICIAL ASIGNADO A LAS 

CÁRCELES 

 

1.1  LAS CULTURAS ANCESTRALES AYMARA Y QUECHUA  

 

1.1.1 LA CULTURA AYMARA Y SU CONCEPCIÓN. 

 

Bolivia tierra egregia y patricia, privilegiada en su ubicación geopolítica por estar 

ubicada en el corazón de América, ocupa gran parte de los territorios que alguna vez 

integraron el gran imperio del Tahuantinsuyo. Pese a existir una variedad de culturas 

tribales portentosas como los Ayoréos, Matacos, Guaraníes, Chimanes Léeos y 

muchas otras principalmente diseminadas en las llanuras orientales del país, las 

culturas más importantes y de mayor relevancia histórica, son la Aymara y la Quechua 

o Incaica. Evidentemente, son las que por los grandes monumentos que construyeron, 

sus conquistas, forma de escullirá, organización social, leyes, sus glandes adelantos en 

la materia de medicina y muchos otros tasaos propios, maravillaron a occidente y son 

conocidos mundialmente, al nivel de las culturas. Egipcia, Hindú. Maya y Azteca. 

 

También en el campo del Derecho, la aplicación de la norma penal, de las penas y 

algunos preceptos de orden preventivo e índole criminológico, nos dejan admirados por 

las grandes lecciones, de las que actual mente podemos extraer aplicaciones prácticas 

para la administración de justicia en nuestra sociedad. También sus grandes principios 

y apotegmas jurídicos como la sentencia Ama Llulla. Ama Sua y Ama Quella (No seas 

ladrón, no seas mentiroso y no seas flojo) aún hoy constituyen un fundamento incólume 

de la más alta expresión del Derecho y la Justicia. 
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Incluso por sus sabias medidas de orden preventivo y otras, se puede considerar a las 

culturas Aymara e Incaica, como precursoras del pensamiento criminológico y de 

Política Criminal, sin hablar de su profundo conocimiento penológico, procesal y de 

Derecho Penitenciario. 

 

Por lo expuesto, consideramos imperioso incluir los aportes del incario y la cultura 

Aymara al Derecho Penal Penitenciario y principalmente a la Criminología, mucho más 

tratándose de nuestros ancestrales antecesores. Emprendemos este trabajo, 

conscientes de que sobre Derecho Penal Incaico hay muy poco escrito. 

 

A este respecto debemos decir que el tema que tratamos es casi inédito, sólo tenemos 

las referencias a través de la obra de Bautista Saavedra '"El Ayllu" y otras obras como 

el "Derecho Penal" de los Drs. Walter Flores, Huáscar Cajías y Benjamín Miguel Harb. 

 

Según estos autores, la defensa colectiva compacta contra las agresiones extrañas 

subsistió como función conservadora para mantener el Ayllu. 

 

En los Ayllus que han subsistido hasta La República, los delitos especialmente 

sancionados eran los de robo principalmente los de robo de ganado y la reincidencia de 

esta clase de delitos era penada inclusive con la muerte. Los delitos de asesinato eran 

considerados de una gravedad menor que los de robo. 

 

En el  Ayllu moderno, los delitos de sangre daban lugar a la composición, que se 

aplicaba como señala Bautista Saavedra directamente por las autoridades del Ayllu  

porque el "Aymara tiene honor a la intervención de la justicia".  

 

Tenemos en los ayllus antiguos sistema predominante de la composición, que se hacía 

mediante pago, principalmente dando como compensación ganado, además se 

practicaba en forma privada y la autoridad del Ayllu solo intervenía en casos de 

desacuerdo. 
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Véase principalmente, Jorge Bassadre: Historia del Derecho Peruano. Ed. Antena, 

Lima, 1937, paginas 202-216. La publicación de  José Varallanos El Derecho Inca, 

según Felipe Guarnan Poma de Ayala, con noticias suyas Lima, 1943, en varios 

lugares y especialmente, las páginas 57 - 68 y 122 - 133. 

 

También el Imperio Socialista de los Incas de Louis Baudin. En nuestro medio, Arthuro 

Posnansky, José Antonio Arce Walter Flores Tórrico, Enrique Oblitas Poblete, Huáscar 

Cajías y Benjamín Miguel. 

 

1.1.2 EL INCARIO. 

 

En el incario la administración de justicia era muy eficiente debido a la poderosa 

organización política y administrativa, que garantizaba su cumplimiento. La autoridad 

del Inca era absoluta por considerarse de origen divino por creerse hijo del Sol, por lo 

cual hacía recaer en el todos los atributos del Estado, de tal manera que bajo su 

autoridad se encontraban todas las instituciones políticas, administrativas y judiciales, 

que regía con rigor. Los nobles tenían también cierto poder delegado del Inca y 

gozaban ciertos grados de impunidad pero los "LLAJTA RUNAS" o gente del pueblo, 

estaban privados de opinión y de intervención activa en la vida política, la cual estaba 

destinada únicamente a la nobleza; de allí que la hegemonía de la clase gobernante 

abarca a todas las instituciones y entre ellas la organización jurídica y militar. 

 

Con excepción de las funciones legislativas que eran patrimonio exclusivo del Inca, 

asesorado por otros nobles de allá jerarquía, todas las funciones político- 

administrativas y judiciales se ejercían por funcionarios idóneos, unipersonales y 

permanentes distribuidos en estricto orden decimal, como los curacas o altos 

funcionarios de la tribu llamados también Curaj o Mayores, encabezados por el Mallku. 

(Especie de gobernadores de Comarcas o Ayllus) quienes se constituían en tribunal 

juzgador con todas sus implicaciones como realizar la investigación correspondiente 

para la averiguación y comprobación de los hechos, recibir las declaraciones de los 

testigos, recurriendo a la prueba pericial inclusive. 
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 El tormento, la persuasión y las amenazas eran también utilizados en casos graves o 

que amenazaban la seguridad del Estado o se trataba de delitos contra el inca, la 

nobleza y la casa sacerdotal. Una vez terminado el juicio y haberse esclarecido el 

hecho, procedían a fijar pena para el delito que habían calificado, dictando la sentencia 

correspondiente. 

 

Aparte de estos funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley del Imperio Incaico, 

existían olios de mayor jerarquía que eran llamados Tucuy Ricoj o Tocricoj (El que todo 

lo ve) que eran autoridades judiciales y administrativas que el Inca comisionaba para 

que vayan por lodo el imperio. Eran una especie de "Jueces visitadores" que se 

encargaban de revisar las sentencias registradas en los "Quipus", era el sistema de 

escritura de los incas que consistía en cuerdas finamente hiladas de di versos colores y 

lámanos que eran anudados con nudos diferentes, ubicados a distintas distancias uno 

del otro que constituían un maravilloso, único y creativo sistema de registro y escritura, 

que interpretaban verdaderos expertos que eran los "Quipucamayos". 

 

Estos altos funcionarios judiciales se encargaban lambiendo administrar justicia a 

humildes y poderosos, amparar  a los inocentes y velar por la correcta ejecución de las 

penas. 

 

El Derecho Penal según Luís Jiménez de Asúa tenía carácter público pues inclusive la 

acción era proseguida de oficio si la parle damnificada abandonaba su denuncia. 

 

En fin este admirable y sincronizadamente organizado sistema de Justicia Penal 

Incaico constituye un hito histórico fundamental en el proceso de la correcta 

administración de Justicia, habiendo alcanzado muchos más logros que aún hoy nos 

dejan asombrados, en los que no podemos entrar en detalle por razones de espacio. 

Por lo tanto, a continuación pasamos a exponer en forma sintética y apretada los 

principales aportes de la cultura Incaica en los campos de la Prevención del Delito la 

Política Criminal, la Victimología, la Penología y la Política carcelaria. 
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1. Se reconocía la imputabilidad personal. 

2. Se reconocían circunstancias modificativas de la responsabilidad, para los que se 

tomaban en cuenta aspectos tanto criminológicos como la edad, sexo, estado 

mental, carácter del delincuente; como también victimo lógicos, como el carácter 

de la víctima y otros aspectos relacionados. 

3. Su justicia se esforzaba por comprender la situación personal del culpable, de tal 

manera queso llegó hasta perdonar el robo por necesidad, 

4. Su famosa sentenciado Ama Sua, Ama Llulla y Ama Quella (No seas ladrón, no 

seas mentiroso y no seas flojo) constituye un verdadero postulado de Política 

Criminal (lo orden preventivo. 

5. En cuanto a las penas, imponían las más ejemplarizadoras como la privativa dé 

la libertad en cárceles denominadas "Pinas" cuando se trataba do detenciones 

preventivas y "Sancay" cuando se trataba do penas a cadena perpetua o por 

tiempos más o menos largos, lo que prueba que sabían hacer una correcta 

selección de reclusos, aislando los graves de los monos peligrosos para que no 

exista un "Contagio" o relación negativa éntrelos reclusos. 

 

 También existía la pena de esclavitud, los condenados a esta pena so 

denominaban "Yanaconas" y eran destinados a trabajos forzados. Se imponía 

también el destierro. Para deshonra de la memoria del delincuente, se destruían 

sus bienes, se le cortaban los cabellos al ras, si le exponía a la vergüenza, se 

empleaban también, las amonestaciones públicas y las destituciones 

ignominiosas de los cargos públicos. 

 

 Respecto a la pena de muerte, se imponía a los delitos de asesinato, adulterio, 

violación, incesto, coito con las vírgenes del Sol, sodomía, hurlo de bienes 

imperiales, la deserción, la indisciplina militar, la defraudación, la pereza, la 

mentira, la traición, el aborto y otros. Se ejecutaba de diferentes maneras 

atendiendo a la gravedad del delito y a la personalidad y condiciones del reo, 

siendo las más importantes las siguientes; la decapitación para los nobles, la 

hoguera, que tentad carácter de ser la más ejemplarizadora pues con ella se  
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castigaban los delitos sexuales y el acceso carnal con las  “con las vírgenes del 

sol" o sacerdotisas dedicadas al servicio de los Santuario; de esa divinidad La 

más generalizada era la horca y el descuartizamiento era el menos frecuente. 

También se aplicaba el despeñamiento, parad incesto y el infanticidio el 

enterramiento y la lapidación contra los asesinos. El flecheamiento para los 

delitos de traición y magnicidio. El arrasamiento se imponía en los delitos contra 

el Inca. El descuartizamiento contra los responsables del culto que también eran 

lanzados a las fieras con ovaciones. Finalmente, se utilizaba el flagelamiento  

para dar muerte a los mentirosos y el tormento para las Ñustas del Sol y las 

Mamaconas. El ebrio crónico moría pisoteado por sus vecinos que le reventaban 

el estómago. Se practicaba la prevención del delito principalmente por medio de 

la educación y Ia propaganda que se ejercitaba por medio de DECURIONES, 

como los llama Garcilazo de la Vega, que eran los jefes de grupos de 10. 20. 50. 

100, 1000  un  1000.000 de habitantes. 

 

6. Otro carácter del Derecho Incaico en materia de prevención, es "que se evitaba 

en gran manera la delincuencia y esta era bastante escasa por su ejemplar 

sistema de organización social, la gravedad y certeza de ejecución de las penas". 

 

7. Dada la comunidad que existía en la distribución de productos, eran escasas las 

leyes que sancionaban los. delitos contra la propiedad. El eximio profesor López 

Rey en su "Introducción a la Criminología" apunta lo siguiente: 

 

"Recordemos en apoyo de nuestra tesis, que el Derecho Penal Incaico a 

diferencia de germánico y coincidiendo en este importante aspecto con el romano, 

fue un Derecho Penal subjetivo o sea. Que exigió en todo instante, salvo las 

excepciones de una técnica penal imperfecta, una consideración personal del 

delincuente para determinar su responsabilidad que no se basaba en el simple 

resultado, habiendo elementos suficientes para conjeturar una distinción entre 

dolo y culpa". 
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8. Esa subjetividad del Derecho Penal incaico es visible también en la 

responsabilidad culposa, la manera desigual de aplicar las penas, estimación de la 

edad, del arrepentimiento, etc. Consúltese: Louis Baudin: El Imperio Socialista de 

los Incas, traducción de José Antonio Arce, Ed. Zig-Zag, Santiago 1943. págs. 303 

- 309 en donde hay abundantes datos y bibliografía. Consúltese también la 

"Primera Nueva Crónica y Buen Gobierno "Compuesta por Don Felipe Guaman 

Poma de Ayala, publicada y anotada por A. Posnansky. La Paz, 1944 

especialmente en las partes dedicadas a las ordenanzas, gobierno, justicia, 

castigos y cárceles. También se encuentran otros preceptos de interés penal 

dispersos en el texto. 

 

1.2.ANTECEDENTES COLONIALES. 

 

El derecho que regía en las provincias del Alto Perú cuando era una colonia española, 

puede dividirse para su estudio en dos grupos: El primero para la América y el segundo 

grupo formado por el Derecho Común y General de España aplicable a las colonias. 

Dentro del primer grupo formado por las leyes, decretos, cédulas y ordenanzas 

especiales, tenemos la ''Recopilación y Leyes de los Reinos de las Indias" dictada bajo 

el régimen de Carlos II. Este código es importante porque en su libro VII  se hallan 

contenidas disposiciones que son de carácter avanzado, como aquellas que sancionan 

a los que se dedican a la mala vida (Juegos de azar), etc. Lo que actualmente se 

conoce como estado peligroso.  

 

El segundo grupo está formado por un conjunto de leyes, que constituían el Derecho 

Penal General de España aplicable a las colonias americanas, en lodo aquello que 

fuera derogado o modificado por las Cédulas Reales. Dentro de este grupo tenemos el 

Fuero Juzgo, considerado como el más antiguo de los códigos españoles y las leyes de 

Partidas o el "Código de las siete Partidas" atribuidas al Rey Alfonso X El Sabio. Luego 

las leyes de Toro, los Ordenadores de Alcalá, la Nueva Recopilación, la Novísima 

Recopilación de 1805 y otras hasta  Código Penal Español de 1822. 
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Hablando de estas leyes coloniales algunos autores las tachan de ser crueles e injustas 

y ante todo anticientíficas, porque las penas que se aplicaban eran atroces y 

desproporcionadas; pero juzgado este asunto imparcialmente se puede determinar 

porque eran entonces defectos propios del Derecho Penal de la época. 

 

1.2.1  LA INQUISICIÓN. 

 

La mal llamada “Santa Inquisición”, de santa, no tenia absolutamente nada, ya que era 

una institución diabólica de tortura y muerte. Además, fue utilizada políticamente por la 

Iglesia Católica para combatir y destruir a sus adversarios o que discreparan con sus 

doctrinas. Es el más grande ejemplo de intolerancia y violación a los derechos más 

elementales del hombre, ya que el pensamiento, no delinque. 

 

En Latinoamérica la inquisición, tuvo su “Cuartel General” en la ciudad de Lima, donde 

actualmente existe todavía el “Palacio de la Inquisición”, en cuyos subterráneos existen 

todavía las celdas inhumanas y los instrumentos de tortura como “el Caballo, los 

Cepos, látigos y otros mecanismos de tormento. 

 

1.3   LA REPUBLICA  

 

1.3.1. ANTECEDENTES NACIONALES. LA REPÚBLICA. EL CÓDIGO 

 SANTA CRUZ Y LOS PRINCIPALES ANTEPROYECTOS. 

 

Los antecedentes nacionales comienzan a partir de la revolución emancipadora, mejor 

una vez concluida ésta. Fundada la República la preocupación de los hombres de esa 

época fue consolidar la situación política conseguida, sin embargo era menester 

atender a las necesidades de los primeros momentos y por eso se dictaron ciertas 

leyes, decretos, disposiciones proclamas por la nueva situación jurídica, política e 

institucional. 
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 Entre estos decretos tenemos primeramente el Decreto dictado por el Libertador 

Simón Bolívar el 21 de diciembre de 1825 por el cual se dispone que los Tribunales de 

Justicia en su forma de proceder se sujeten a la Ley de las cortes españolas, de 9 de 

octubre de 1812, mientras se promulguen los Códigos Civil y Penal. Luego se dictó la 

ley de 8 de enero de 1827 sobre organización administrativa y funcionamiento de los 

tribunales. Decreto que derogó en parte al anterior al establecer que las leyes 

españolas sólo debían regir en cuanto no sean contrarias a la Constitución Política del 

Estado y demás leyes dadas. 

 

De esta manera resulta la Constitución Política de 1826 la primera que tuvo la 

República, y puede considerársela como la fuente del Derecho Penal Boliviano, puesto 

que en esta Carta Magna existen disposiciones relativas a materia penal. 

 

Entre tanto se hacía cada vez mas urgente la necesidad de contar con un Código 

Penal y es así que en la Asamblea Constituyente de 1826 se presento un proyecto 

para a adoptar el Código Penal Español de 1822. 

 

Este proyecto fue acogido por la Asamblea la cual nombro una comisión para examinar 

el Código Penal Español e introducir la reforma y modificaciones necesarias. Por la 

resolución del 27 de diciembre de 1826 se adoptó provisionalmente el Código Penal 

Español con las modificaciones introducidas por la Asamblea. Luego este Código 

acoplado y modificado fue sometido a la consideración de la Excelentísima Corte 

Suprema de Justicia y examinado por una comisión presidida por el Ministro de 

Gobierno  por cuatro magistrados, comisión que terminó sus labores el mes de octubre 

de I 829. Al año siguiente por Decreto de 28 de octubre de 1830 el Mariscal Andrés de 

Santa Cruz, lo entregó a la nación conjuntamente con el Código Civil, y para que el 

Código Penal entrara en vigencia desde el primero de enero de 1831  lo cual no se 

hizo efectivo por diversas circunstancias y recién entró en vigencia a partir del 16 de 

julio del año 1831. 

 

 



 32 

La asamblea de ese año en homenajea la obra realizada en malcría de codificación por 

el Mariscal dispuso que los Códigos Civil y Penal se denominen "Códigos Santa Cruz". 

De esta manera Bolivia fue el primer país latinoamericano en contar con un Código 

Penal propio. 

 

El Código Penal de I831, es el primero que tuvo la República sobre el modelo español 

y como era severo e inflexible en su afán intimidatorio y en su finalidad de escarmiento, 

no exigió sino tres años y siete meses porque en su aplicación se comprobó que era 

demasiado riguroso y su finalidad iba más allá de la necesidad social, por eso que el 

Código suscitó muchas críticas y se  surgió clamor general pidiendo su reforma. 

 

Las cámaras legisladas de 1833 adhiriéndose al clamor popular dictaron la Resolución 

Legislativa de 19 de octubre de 1933, disponiendo la revisión del Código Penal de 

1831 en cuya virtud se formó una comisión integrada por el Ministro del interior y por 

tres magistrados. Comisión que pudo presentarlo a la consideración del Congreso de 

1834 en cuyo seno fue discutido y finalmente aprobado, como Ley de la República el 6 

de noviembre, fecha desde la cual entró en vigencia y permaneció desde entonces sin 

reforma, hasta que fue promulgado el Código Penal de 1972. Apenas se hicieron unas 

cuantas leves, impropiamente llamadas reformatorias, que no han hecho más que 

oscurecer el verdadero concepto de la punición. 

 

Es cierto que posteriormente ha habido intentos de reforma y hasta a llegó a dictarse 

un código en 1846 bajo la administración de José Ballivián, pero ese código llamado 

"Ballivián" rigió solo un año porque se volvió a poner luego en vigencia el Código de 

1834. 

 

1.3.2. ÚLTIMOS PROYECTOS Y REFORMAS. 

 

En el año 1935.tenemos el provecto de Julio Salmón que tomó como base de su 

trabajo el Código Penal Argentino de 1922 y finalmente el año de 1943 el gran 

penalista López. Rey y Arrojo formuló un proyecto que no llegó a entrar en vigencia. 
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Luego tenemos el excelente proyecto de la Comisión Codificadora Nacional de 1962. 

En la que intervinieron grandes penalistas y criminólogos de la talla de Huáscar Cajías, 

Walter Flores Torrico, Manuel Duran Padilla. José Medrano Ossio y Hugo César 

Cadima. Que realmente fueron la pléya de del Derecho Penal y la Criminología 

Boliviana. Dicho proyecto se ocupa de aspectos criminológicos tan importantes como la 

obligación que tiene el juez de tomar conocimiento de la personalidad del imputado, la 

correcta tipificación de la in imputabilidad y las medidas preventivas de Política 

Criminal. Respecto al proyecto de Código Penal Boliviano presentado por el Dr. Walter 

Flores Tórrico el 20 de octubre de 1983 así como del ante proyecto de López Rey de 

1942 nos ocuparemos en extenso de los mismos al tratar sobre sus respectivas 

biografías. Finalmente, cabe referirse a las acertadas reformas efectuadas por el 

entonces Ministro de Justicia. Rene Blattman que verdaderamente son de corte 

moderno y están acordes con las ideas de vanguardia en materia penal, como la "Ley 

de Abolición de Prisión  Deudas y Obligaciones" Patrimoniales y la "Ley de Fianza 

Juratoria" y las Reformas al Código Penal además de muchas otras, que pusieron a la 

Legislación Penal Nacional, al mismo nivel de las evolucionadas, lo que más bien nos 

hace sentir orgullosos de los avances de la Criminología y las Ciencias Penales 

Bolivianas. 

 

1.3.3. CREACIÓN DEL PANÓPTICO DE SAN PEDRO Y OTROS 

CENTROS PENITENCIARIOS. 

 

El Panóptico Nacional de San Pedro fue creado mediante Decreto Supremo de 1885 

por el Presidente Dr. Gregorio Pacheco. Esta penitenciaria esta ubicada en la Plaza de 

San Pedro de la ciudad de La Paz, cubriendo un área total de 16.000 M2 entre las 

calles: Otero de la Vega, Cañada Strongeth, Av. 20 de octubre y Plaza de San Pedro y 

su construcción duro casi 12 años.  

 

El costo de la edificación fue de 335. 611. pesos con 98 centavos de la época fue 

inaugurada durante el gobierno de Aniceto Arce con el nombre de “Cárcel Pública” en 
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la plaza bautizada con el nombre de “Mariscal Sucre”, antiguamente Nueva La Paz que 

fue reconstruida después que fuera arrasada por los indios en la revolución de 1857 La 

idea inicial para la construcción de una cárcel fue del presidente de facto Agustín 

Morales en el año 1871 que pretendía construir una cárcel grande para poder encerrar 

a todos sus opositores. Está construida de acuerdo a las características propias de la 

arquitectura panóptica que fue obra del celebre penitenciarista Jeremías Bentham. Este 

tratadista ideó una forma muy práctica de construcción penitenciaria que se basaba en 

la construcción de una central de observaciones bastante elevada en el centro desde 

donde se podía vigilar todas las celdas de los reclusos que estaban construidas en 

pabellones en forma de radios que permitían el control desde la torre central. En total 

se tenía 184 celdas individuales originales. A este hecho debe su nombre el sistema 

panóptico, que traducido del griego significa: Pan - todo y ópticus - unidad, que significa 

mirar a todos los lados, sin embargo en nuestra penitenciaria de La Paz, debido al 

carácter “Pechoño” ósea muy religioso, se sustituyo la central de observaciones 

ubicada en el medio del plano arquitectónico del sistema panóptico, por una capilla, 

desvirtuándose de esa manera, la finalidad misma de esa forma arquitectónica de 

construir una penitenciaria. 

 

El plano original del Panóptico de Jeremías Bentham, se distribuye en dos secciones: 

una anterior denominada carcelaria, destinada a los apremiados, detenidos y acusados 

y la posterior o penitenciaria destinada a los condenados a presidio. 

 

 El plano original de Bentham también fue alterado en lo referente a la forma poligonal 

que no se respeto. El encargado de dirigir la obra de construcción fue el Ing. Idiaquez, 

que tubo como principal objetivo, según sus propios escritos citados por Juan Carlos 

Pinto Quintanilla en su libro Cárcel de San Pedro, radiografía de la injusticia: “Sustituir 

con ventaja los repugnantes antros de la casa de Borda y de la Antigua casa situada en 

la esquina de Santa Teresa, conformándolo en cuanto a las finanzas del País, sus 

costumbres, el estado de civilización lo permitan a lo que se estila y usa en otros 

países”.  
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Además el mismo ingeniero señala “El edificio que se está construyendo en San Pedro 

es un establecimiento destinado a cometer a los sindicados de delito y a los deudores, 

todo con separación de sexos, de condiciones de aprisionamiento, de seguridad, de 

ventilación, aseo, agua luz y buena distribución. 

 

La Penitenciaria de San Pedro de La Paz alberga en su interior una población de 

internos heterogénea. Sus principales secciones son La Posta, Álamos, Pinos, 

Prefectura, Guanay, San Martín, Palmar y Cancha. El hacinamiento y la miseria 

caracterizan la vida de la mayoría de los presos en este penal. Sin embargo también 

están los conocidos “Peces gordos”. La falta de servicios carcelarios y asesoramiento 

jurídico son otras dos lacras que existen en esta penitenciaria. La Pastoral 

Penitenciaria y otras organizaciones no gubernamentales especialmente de 

evangélicos  son los únicos que tienen bajo su responsabilidad el magno esfuerzo de 

humanizar la vida en este Centro Penitenciario. Las celdas llegan a ser espacios de 

privilegio y son comercializadas. Sus diferentes secciones son dominadas por grupos 

de reclusos y existen lugares que constituyen una verdadera “Sub sociedad”, donde 

impera la violencia y el tráfico y consumo de drogas y alcohol. Se extraña la existencia 

de espacios verdes, campos deportivos y especialmente talleres y aulas que puedan 

contribuir a la rehabilitación de los reclusos. 

 

Como consecuencia de este panorama completamente negativo, muchas 

personalidades y autoridades consientes de que la penitenciaria de San Pedro no 

reúne los mínimos requisitos para que se pueda dar el fin de la pena, que es la 

rehabilitación, han sugerido su inmediato traslado, haciéndose imperiosa la 

construcción de una penitenciaria moderna con las características de la cárcel del 

Habra, el Cochabamba. Esperamos que estos proyectos se hagan realidad, ya que por 

otra parte se tiene proyectado construir en es enorme terreno, un palacio de justicia de 

orden moderno, que también cumpla con los requisitos de una administración de 

justicia de vanguardia, que infraestructuralmente cuente con todas las dependencias 

necesarias para centralizar a todas las dependencias del poder judicial. 
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1.4 EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LAS AUTORIDADES 

JURISDICCIONALES 

1.4.1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LOS JUZGADOS DE 

 VIGILANCIA Y DE LOS JUECES DE EJECUCIÓN PENAL. 

 

Los juzgados de vigilancia, según el Dr. Tomas Molina Céspedes en su magnifica y 

moderna obra titulada Derecho Penitenciario, se remontan a la revolución francesa ( ). 

Su nombre se debe a que su obligación era visitar periódicamente las prisiones. 

También, señala el mismo autor que los jueces de vigilancia han sido llamados también 

jueces de ejecución penal o jueces de ejecución de penas. Además, indica que: “La 

actividad penitenciaria prácticamente no tenia control jurisdiccional desde el primer 

Código Penal Boliviano de 1831 hasta la promulgación del Código Penal Banzer que 

incorpora en su art. 72 al juez de Vigilancia, que había sido postulado en el proyecto 

elaborado por la Comisión Codificadora Nacional de 1962. ( ) Sin embargo, según el 

mismo autor recién se nombro al primer juez de vigilancia en La Paz y después en 

todos los distritos de la república, el año 1989( ). 

 

El Juez de Ejecución Penal es creado por la Ley Nº 1455 de Organización Judicial, 

modificado por la ley Nº 2298 de diciembre de 2001 de Ejecución Penal y Supervisión 

que contempla sus funciones en su Art. 19 (Competencia del Juez de Ejecución Penal, 

que estudiaremos más adelante en el capítulo correspondiente)  

 

1.4.2.  ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LA LEGISLACIÓN 

PENITENCIARIA BOLIVIANA. 

 

Según las investigaciones realizadas por el Dr. Tomas Molina Céspedes, los 

antecedentes mas remotos de la Legislación Penal Boliviana están constituidos por las 

Leyes elaboradas por la Asamblea Constituyente de 1826 y promulgadas durante la 

presidencia del Mariscal Antonio José de Sucre, primer presidente de Bolivia. Sin 

embargo estas leyes no figuran en el Digesto Araoz, ni en las bibliotecas públicas y que 
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le fueron proporcionadas por el Dr. Rolando Costa Arduz, que posee la biblioteca 

privada más completa de La Paz, gracias al enorme trabajo de recolección de libros 

realizada por su señor padre Adolfo Costa de la Torre ( ). El autor citado menciona, que 

consisten en El Real Diario de Socorro para los presos que no tengan de que subsistir 

dado en el Palacio de Gobierno de Chuquisaca el 24 de septiembre de 1826, el 

establecimiento de la republica dado por el Congreso General Constituyente de la 

Republica Boliviana, Reglamentos Sobre el Trabajo de Presidiarios en obras publicas y 

el Reglamento y Establecimiento del presidio dados en el Palacio de Gobierno de 

Chuquisaca en noviembre de 1826 y el último por el mismo presidente José Antonio de 

Sucre, en fecha 21 de diciembre de 1826.  

 

Posteriormente se asigna a la custodia de las cárceles y de los presos a la policía, 

mediante ley reglamentaria de la policía de 11 de noviembre de 1886. Otro antecedente 

es en Reglamento General de Cárceles, puesto en Vigencia, mediante D. S. de 16 de 

junio de 1897, ( ) ya que se aclara que el Reglamento de Cárceles del Mariscal Sucre, 

“Estuvo destinado exclusivamente a la cárcel de Potosí”, como también se menciona 

en la obra citada.  

 

Otro antecedente en materia Penitenciaria es la creación del Pabellón Correccional 

para menores, dentro del Edificio de la Penitenciaria, mediante D. S. de 20 de junio de 

1917. 

 

Más recientemente, tenemos el Anteproyecto de Código Penal Boliviano elaborado por 

el Dr. Manuel López Rey y Arrojo de 1943, en el cual destaca en su exposición de 

motivos su discurso sobre la sanción, que según el “Se ha querido utilizar un término 

amplio que comprenda las penas, las medidas penales y las medidas de seguridad”( ). 

Este criterio se ha seguido hasta la fecha, eliminando solamente, las medidas penales 

que para López Rey se aplica a las contravenciones. 

 

También opina que: “Una penalidad dura, lejos de intimidar, favorece la delincuencia, 

por eso debe aplicarse una pena máxima de 22 años en casos especiales”( ). En orden 
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a la pena de muerte, señala que: “Se establece una regulación humana de la misma y 

desde luego, queda suprimido el sistema arcaico y antipenológico del sorteo, que es en 

el fondo un viejo residuo de remotas costumbres, opuesto al principio fundamental de la 

individualización de la pena, siendo en verdad chocante que este, casi axioma del 

Derecho Penal Moderno, fuera desconocido o negado por el proyecto Salmón, al 

mantener en 1935 el su art. 12, el sorteo que es preciso excluir para siempre de una 

Penología Moderna y Humana. 

 

También señala que las penas privativas de libertad deben aplicarse siguiendo los 

periodos del sistema progresivo. Concede una gran importancia a la pena de multa. En 

orden a la inhabilitación se han realizado una serie de valoraciones de tal manera que 

no se afecte el conglomerado de la vida del ciudadano. También regula las medidas de 

seguridad  que son incorporadas por primera vez en la legislación boliviana. 

 

Finalmente prescribe el trabajo penitenciario, el servicio de asistencia social y el 

registro central de sancionados que en esos tiempos constituye un avance notable para 

la Legislación Boliviana. También se incorpora un titulo IV que Trata de la Suspensión 

de las Sanciones, como algo muy novedoso para la época, que merece ser 

mencionado como pues se han introducido según el autor: “Fundamentales y Nuevos 

Preceptos que, consisten en el perdón judicial, la suspensión condicional de la 

Ejecución de la Pena, la libertad, la Libertad Condicional y la suspensión de las 

medidas de Seguridad. 

 

Además, debemos puntualizar que la Constitución Política del Estado también ha 

introducido reformas penales, que tienen gran implicación en materia penitenciaria y 

constituyen antecedentes de nuestra legislación. Por ej., la de 1880, que derogó las 

penas de infamia y de muerte civil y redujo la aplicación de la pena de muerte a los 

delitos de asesinato, parricidio y traición a la patria. La de 1961, que abolió la pena de 

muerte, para estos tres delitos, sustituyéndola por 30 años de presidio sin derecho a 

indulto. Dispuso también, que esta pena se aplicara al espionaje de consecuencias 

graves. 
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También tenemos algunas reformas en materia penal, realizadas con anterioridad a la 

Ley vigente, que tienen repercusión en materia penitenciaria, entre las que podemos 

citar, las siguientes: 

 

Ley de 3 de noviembre de 1840, que establece la conmutación de la pena de muerte 

por la de 10 años de presidio, estableciéndose esta pena para delitos que antes 

estaban sancionados con la pena de muerte. 

Ley de 1 de diciembre de 1914, sobre cómputo de tiempo de condenas. 

Ley de 16 de septiembre de 1906, sobre rebaja de penas. 

Ley de 31 de diciembre de 1940, que deroga las solemnidades intimidatorias con las 

que se ejecutaba la pena de muerte. 

 

Finalmente debemos señalar que el Código Penal Banzer, reinstaura en su artículo 252 

la pena de muerte, en contraposición de lo señalado en la Constitución Política de 

Estado de 1966, que establecía la máxima pena de 30 años de presidio sin derecho a 

indulto. 

 

Como ya habíamos señalado, tenemos posteriormente otro antecedente notable en la 

Comisión Codificadora Nacional creada mediante D. S. de 23 de marzo de 1962, que 

implementa figuras jurídico penales y penitenciarias de corte mas moderno, ya que 

estaba presidida por el Dr. Manuel Duran Padilla, considerado el mejor penalista de esa 

entonces, además de los prestigiosos penalistas Drs. José Medrano Ossio y Hugo 

Cesar Cadima, catedráticos de las Universidades Tomas Frías  de Potosí y UTO de 

Oruro. 

 

Todas las reformas propuestas de corte moderno señaladas, fueron incorporadas al 

Código Penal Banzer y a su procedimiento. Por lo tanto, se debe a la Comisión 

Codificadora Nacional la renovación y modernización de nuestro Sistema Penal Y 

Penitenciario. 
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Finalmente, en este acápite debemos referirnos a los antecedentes inmediatos de la 

actual ley de Ejecución Penal y Supervisión, así tenemos a la Ley de Ejecución de 

Penas y Sistema Penitenciario promulgada el 19 de septiembre de 1973 y el 

Reglamento General de La Ley de Ejecución de Penas y Sistemas Penitenciarios de 7 

de octubre de 1987, que son Leyes de corte mucho más moderno que contenían 

instituciones muy interesantes como La Central de Observación Y Clasificación, La 

Libertad Condicional y otras. Sin embargo estas normas, han sido mejoradas y 

complementadas de mejor manera por la actual Ley de Ejecución Penal y Supervisión y 

su Reglamento, que también incorpora figuras novedosas, como la Redención y el 

extramuro, que no estaban consideradas en las leyes mencionada. 
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CAPITULO II 

 

LOS DERECHOS HUMANOS EN LOS ESTABLECIMIENTOS 

PENTENCIARIOS 

 

2.1  CONCEPTO 

Los derechos humanos son aquellas libertades, facultades, instituciones o 

reivindicaciones relativas a bienes primarios o básicos1, que incluyen a toda persona, 

por el simple hecho de su condición humana, para la garantía de una vida digna. Son 

independientes de factores particulares, como el estatus, sexo, orientación sexual, 

etnia o nacionalidad; y son independientes o no dependen exclusivamente del 

ordenamiento jurídico vigente. Desde un punto de vista más relacional, los Derechos 

Humanos se han definido como las condiciones que permiten crear una relación 

integrada entre la persona y la sociedad, que permita a los individuos ser personas, 

identificándose consigo mismos y con los otros.2 

 

Habitualmente, se definen como inherentes a la persona, irrevocables, inalienables, 

intransmisibles e irrenunciables. Por definición, el concepto de derechos humanos es 

universal (para todos los seres humanos) e igualitario, así como incompatible con los 

sistemas basados en la superioridad de una casta, raza, pueblo, grupo o clase social 

determinados.3 Según la concepción iusnaturalista tradicional, son además 

atemporales e independientes de los contextos sociales e históricos.4 

 

Los derechos humanos, herederos de la noción de derechos naturales,5 son una idea 

de gran fuerza moral6 y con un respaldo creciente.7 Legalmente, se reconocen en el 

Derecho interno de numerosos Estados y en tratados internacionales. Para muchos, 

además, la doctrina de los derechos humanos se extiende más allá del Derecho y 

conforma una base ética y moral que debe fundamentar la regulación del orden 

geopolítico contemporáneo. La Declaración Universal de los Derechos Humanos, se ha 
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convertido en una referencia clave en el debate ético-político actual, y el lenguaje de 

los derechos se ha incorporado a la conciencia colectiva de muchas sociedades.7 Sin 

embargo, existe un permanente debate en el ámbito de la filosofía y las ciencias 

políticas sobre la naturaleza, fundamentación, contenido e incluso la existencia de los 

derechos humanos;8 y también claros problemas en cuanto a su eficacia, dado que 

existe una gran desproporción entre lo violado y lo garantizado estatalmente.9 

 

La doctrina ha realizado un importante esfuerzo por clasificar y sistematizar los 

derechos humanos. Normalmente, se dividen en dos categorías: derechos positivos y 

derechos negativos. Los derechos negativos, como el derecho a la intimidad, se 

definen exclusivamente en términos de obligaciones ajenas de no injerencia; los 

derechos positivos, por el contrario, imponen a otros agentes, tradicionalmente –

aunque ya no de manera exclusiva– el Estado,10 la realización de determinadas 

actividades positivas.11 Otra clasificación muy extendida es la que ordena los Derechos 

Humanos en tres o más generaciones. 

 

2.1.1 DEFINICIÓN DE LOS DERECHOS UNIVERSALES  

 

La Declaración Universal de Derechos Humanos, es la piedra angular del amplio 

conjunto de normas sobre Derechos Humanos, establecido a lo largo de decenios. 

 

En los artículos 1 y 2 se dispone que "todos los seres humanos nacen libres e iguales 

en dignidad y derechos" y que tienen todos los derechos y libertades proclamados en la 

Declaración "sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 

o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 

cualquier otra condición". En los artículos 3 a 21 se especifican los derechos civiles y 

políticos de todos los seres humanos, que abarcan, entre otros:  

• El derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad personal;  

• El derecho a no ser sometido a esclavitud ni servidumbre;  
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• El derecho a no ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes;  

• El derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica; el derecho a un 

recurso judicial efectivo; el derecho a no ser arbitrariamente detenido, preso ni 

desterrado; el derecho a un juicio imparcial y a ser oído públicamente por un 

tribunal independiente e imparcial; el derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se pruebe su culpabilidad;  

• El derecho a no ser objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su 

familia, su domicilio o su correspondencia; el derecho a no ser víctima de 

ataques contra su honra o su reputación; el derecho a ser protegido por la ley 

contra tales ataques;  

• El derecho a circular libremente; el derecho a buscar asilo; el derecho a una 

nacionalidad;  

• El derecho a casarse y a fundar una familia; el derecho a la propiedad;  

• El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; el derecho 

a la libertad de opinión y de expresión;  

• El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacificas;  

• El derecho a participar en el gobierno de su país y a tener acceso, en 

condiciones de igualdad, a las funciones publicas de su país.  

En los artículos 22 a 27 se especifican los derechos económicos, sociales y culturales 

de todos los seres humanos, entre los cuales cabe mencionar los siguientes:  

• El derecho a la seguridad social;  

• El derecho al trabajo; el derecho a igual salario por trabajo igual; el derecho a 

fundar sindicatos y a afiliarse a ellos;  

• El derecho al descanso y al disfrute del tiempo libre;  

• El derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la salud y el bienestar;  

• El derecho a la educación;  

• El derecho a tomar parte en la vida cultural de la comunidad.  
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En los últimos artículos -28 a 30- se reconoce que toda persona, tiene derecho a que 

se establezca un orden social e internacional, en el que los derechos humanos 

proclamados en la Declaración se hagan plenamente efectivos; que esos derechos solo 

podrán ser sujetos a limitaciones, con el único fin de asegurar el reconocimiento y el 

respeto de los derechos y libertades de los demás y de satisfacer las justas exigencias 

de la moral, del orden publico y del bienestar general en una sociedad democrática; y 

que toda persona tiene deberes respecto a la comunidad en la que vive. 

 

2.2   VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS 

 

 En las penitenciarias, se producen por parte del personal policial asignado a la 

seguridad interna y externa, diversas formas de violaciones a los Derechos Humanos, 

que consisten generalmente en mal trato, extorsiones, torturas, tratos crueles 

inhumanos y degradantes sin guardar el debido respeto a la dignidad humana. 

 

También se producen situaciones de incomunicación y limitaciones a la comunicación 

con su familia, amigos y personas allegadas e incluso con su abogado defensor. Todo 

esto es violatorio a los Derechos Humanos de las personas privadas de libertad, 

consagrados en los tratados y convenios internacionales en materia de Derechos 

Humanos y además actualmente es violatorio a los principios valores, derechos civiles 

y políticos consagrados en la Nueva Constitución Política del Estado Plurinacional 

Boliviano. 

 

 

Asimismo, dificulta la reincersion social de la personas privadas de libertad, pues el 

personal policial tiene mas bien la misión de velar por el respeto de los derechos de los 

internos y sus retención y custodia debe llevarse a cabo en un ambiente adecuado, de 

acuerdo a la clasificación, naturaleza y gravedad del delito, así como la edad y el sexo 

de las personas retenidas, ya que, si bien han perdido su libertad de locomoción, 

mantienen incólumes sus demás derechos como el derecho a la seguridad personal, a 

la salud, la integridad física , psicológica y sexual, el estudio, el trabajo y muchos otros, 
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garantizados por la Constitución Política del Estado. Además todas las personas, 

tienen derecho a no sufrir ningún tipo de violencia, pues el Estado debe adoptar todas 

las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda acción u omisión, que 

tenga por objeto degradar la condición humana, causar muerte, dolor y sufrimiento en 

todo ámbito, inclusive en situación de privación de libertad.     

 

2.3    LA CAPACITACIÓN SOBRE LOS DERECHOS HUMANOS 

 

La capacitación sobre los Derechos Humanos, debe incluir los derechos 

fundamentales, los derechos civiles y políticos, el derecho a la salud, al trabajo al 

estudio, a la discapacidad, a la cultura, ciencia, tecnología e investigación, deporte y 

recreación, además del acceso a la comunicación social. También están comprendidas 

las garantías jurisdiccionales y el derecho ala defensa, a parte de los derechos propios 

de la nacionalidad y ciudadanía. 

 

Respecto a los privados de libertad, los funcionarios que trabajen con estas personas 

deben recibir amplia capacitación sobre los principios señalados por la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, que en su preámbulo considera que la libertad, la 

justicia y la paz en el mundo, tienen por base el reconocimiento de la dignidad 

intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 

Humana, ya que el desconocimiento y el menosprecio de los Derechos Humanos han 

originado graves actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad.  

 

 

Además, los Derechos Humanos se han proclamado como la aspiración mas elevada 

del hombre, como el advenimiento de un mundo en que los seres humanos liberados 

del temor y de la miseria deben disfrutar de todos los derechos inherentes a la dignidad 

y el valor de la persona para promover el progreso social y elevar el nivel de vida de la 

sociedad humana. También, los funcionarios policiales que trabajen en prisiones, 

deben ser capacitados sobre el pacto internacional de Derechos Civiles y políticos, ya 

que este consagra que los Estados partes en el presente pacto, se comprometen a 
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garantizar a hombres y mujeres en el goce de todos los derechos civiles y políticos que 

les corresponden aun a los privados de libertad, pues su art., séptimo señala que nadie 

será sometido a torturas ni penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Además 

en su art. noveno, puntualiza que toda persona detenida o presa mantendrá sus demás 

derechos y su art. décimo consagra que toda persona privada de libertad será tratada 

humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. Además 

el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la 

reforma y la readapción social de los penados. También, es de relevante importancia 

que los que trabajan con reclusos, tengan profundo conocimiento de las reglas mínimas 

para el tratamiento de reclusos, recomendadas por las NN.UU. sus anexos y 

sobretodo, la Declaración Sobre la Protección de todas la personas contra la Tortura y 

otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes adaptada y puesta en vigor 

desde el 26 de junio de 1987 

 

2.4    CAPACITACIÓN DEL PERSONAL POLICIAL  

 

Como hemos señalado, el personal policial debe ser cuidadosamente seleccionado, 

capacitado y especializado en Derechos Humanos y deberá conocer profundamente 

los instrumentos internacionales citados en el acápite anterior, además de tener 

conocimiento de los derechos fundamentales y garantías consagradas en la 

Constitución Política del Estado. También es imperativo que sean instruidos en la Ley 

de Ejecución Penal y Supervisión y el Reglamento de Ejecución de Penas Privativas de 

Libertad. 

 

Además, deben recibir continua actualización, como señala el art. 66 de la Ley de 

Ejecución Penal y Supervisión. Asimismo, el personal policial asignado a los 

establecimientos penitenciarios, deberá estar obligado a aprobar los exámenes de 

selección y seguir los cursos de formación y actualización que sean programados. Para 

este efecto, se deberá contratar un grupo especializado de profesionales, que impartan 

dichos cursos de formación y actualización, aparte de la formación que deben recibir 

con carácter previo en la Escuela Básica Policial  y la Universidad Policial, que 



 47 

obligatoriamente incluyen el estudio de la materia de Criminología, puntualizando la 

psicología y sociología criminales. Pero, sobre todo deben recibir una profunda 

formación en Derechos Humanos, debido al delicado trabajo, que tienen que asumir la 

Policía Boliviana  

 

2.5 REALIDAD ACTUAL DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

PENITENCIARIOS SOBRE EL RESPETO A LOS DERECHOS 

HUMANOS 

 

La realidad actual de los establecimientos penitenciarios, es muy lamentable ya que 

impera la improvisación; los establecimientos penitenciarios, carecen de la 

infraestructura y el personal idóneo para alcanzar el fin de la pena, señalado en el art. 

25 de nuestro Código Penal. La formación del personal no es la adecuada para lograr 

una conciencia profunda y que la rehabilitación este integrada por un equipo 

profesional y técnico idóneo para mejorar estas condiciones. 

 

Otro aspecto importante, es el mejoramiento salarial   para los policías asignados a las 

cárceles y se impone formar una carrera penitenciaria o su institucionalización, ya que 

actualmente la situación es muy negativa y deprimente, pues existen graves 

violaciones a los Derechos Humanos por parte de la policía al margen de la grave 

corrupción imperante, por lo que se recomienda la capacitación en Derechos Humanos 

del personal policial asignado a los Establecimientos Penitenciarios. 
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CAPITULO III 

 

LEGISLACION COMPARADA Y MARCO JURIDICO NACIONAL 

 

3.1. LEGISLACIÓN DE LA REPUBLICA ARGENTINA 

 

TITULO II - De las penas 

ARTÍCULO 5.- Las penas que este código establece son las siguientes: reclusión, 

prisión, multa e inhabilitación. 

Nota: texto originario conforme a la ley N. 23077. 

ARTÍCULO 6.- La pena de reclusión, perpetua o temporal, se cumplirá con trabajo 

obligatorio en los establecimientos destinados al efecto. Los recluidos podrán ser 

empleados en Obras Públicas de cualquier clase con tal que no fueren contratadas por 

particulares. 

Nota: ver los arts. 5 a 8 y 54 a 63 de la ley penitenciaria Nacional, complementaria del 

código penal, que se pública en el apéndice. 

ARTÍCULO 7.- Los hombres débiles o enfermos y los mayores de sesenta años que 

merecieren reclusión, sufrirán la condena en prisión, no debiendo ser sometidos sino a 

la clase de trabajo especial que determine la dirección del establecimiento. 

ARTÍCULO 8.- Los menores de edad y las mujeres sufrirán las condenas en 

establecimientos especiales. 

Nota: texto conforme a la ley N. 11221 de fe de erratas, publicadas en el apéndice. 

En el mismo, ver el ARTICULO 6to. de la ley nro. 22278, y los arts. 107 a 114 de la ley 

penitenciaria Nacional, complementaria del código penal. 

ARTÍCULO 9.- La pena de prisión, perpetúa o temporal, se cumplirá con trabajo 

obligatorio, en establecimientos distintos de los destinados a los recluidos. 

Nota: ver nota al ARTÍCULO 6 
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ARTÍCULO 10.- Cuando la prisión no excediera de seis meses podrán ser detenidas en 

sus propias casas las mujeres honestas y las personas mayores de sesenta años o 

valetudinarias. 

ARTÍCULO 11.- El producto del trabajo del condenado a reclusión o prisión se aplicara 

simultáneamente: 

1 a indemnizar los daños y perjuicios causados por el delito que no satisficiera con 

otros recursos; 

2 a la prestación de alimentos según el Código Civil; 

3 a costear los gastos que causare en el establecimiento; 

4 a formar un fondo propio, que se le entregara a su salida. 

Nota: ver los arts. 64 a 73 de la ley penitenciaria Nacional, complementaria del código 

penal, en el apéndice. 

ARTICULO 12.- La reclusión y la prisión por más de tres años, llevan como inherente la 

inhabilitación absoluta, por el tiempo de la condena, la que podrá durar hasta tres años 

más, si así lo resuelve el tribunal, de acuerdo con la índole de delito. Importan además 

la privación, mientras dure la pena, de la patria potestad, de la Administración de los 

bienes y del derecho de disponer de ellos por actos entre vivos. El penado quedara 

sujeto a la curatela establecida por el Código Civil para los incapaces. 

ARTICULO 13.- El condenado a reclusión o prisión perpetua, que hubiere cumplido 

veinte años de condena, el condenado a reclusión temporal o a prisión por más de tres 

años, que hubiere cumplido los dos tercios de su condena y el condenado a reclusión o 

prisión, por tres años o menos, que por lo menos hubiese cumplido un año de reclusión 

u ocho meses de prisión, observando con regularidad los reglamentos carcelarios, 

podrán obtener la libertad por resolución judicial previo informe de la dirección del 

establecimiento bajo las siguientes condiciones: 

1) Residir en el lugar que determine el auto de soltura; 

2) Observar las reglas de inspección que fije el mismo auto, especialmente la 

obligación de abstenerse de bebidas alcohólicas; 
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3) Adopta en el plazo que el auto determine, oficio, arte, industria o profesión, si no 

tuviere medios propios de subsistencia; 

4) No cometer nuevos delitos; 

5) Someterse al cuidado de un patronato, indicado por la autoridades competentes. 

Estas condiciones regirán hasta el vencimiento de los términos de las penas 

temporales y en las perpetuas hasta cinco años más, a contar desde el día de la 

libertad condicional. 

Nota: texto conforme a las leyes N. 11221, de fe de erratas, y N. 22980. 

Ver los arts. 102 y 103 de la Ley Penitenciaria Nacional, complementaria del Código 

Penal, en el apéndice. 

ARTICULO 14.- La libertad condicional, no se concederá a los reincidentes. 

ARTÍCULO 15.- La libertad condicional, será revocada cuando el penado cometiere un 

nuevo delito o violare la obligación de residencia. En estos casos no se computara, en 

el término de la pena, el tiempo que haya durado la libertad. 

En los casos de los incisos 2., 3., y 5 del artículo 13, el Tribunal podrá disponer que no 

se compute en el término de la condena, todo o parte del tiempo que hubiere durado la 

libertad, hasta que el condenado cumpliese lo dispuesto en dichos incisos. 

ARTICULO 16.- Transcurrido el término de la condena, o el plazo de cinco años 

señalado en el artículo 13, sin que la libertad condicional haya sido revocada, la pena 

quedara extinguida, lo mismo que la inhabilitación absoluta del artículo 12. 

ARTICULO 17.- Ningún penado cuya libertad condicional haya sido revocada, podrá 

obtenerla nuevamente. 

ARTICULO 18.- Los condenados por Tribunales Provinciales a reclusión o prisión por 

más de cinco años, serán admitidos en los respectivos establecimientos nacionales. 

Las provincias podrán mandarlos siempre que no tuvieren establecimientos adecuados. 

 

Nota: ver los arts. 115, 122, 124 y 130 de la Ley Penitenciaria Nacional, 

complementaria del Código Penal, en el apéndice. 
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ARTICULO 19.- La inhabilitación absoluta importa: 

1) La privación del empleo o cargo público que ejercía el penado aunque provenga de 

elección popular; 

2) La privación del derecho electoral; 

3) La incapacidad para obtener cargos, empleos y comisiones públicas; 

4) La suspensión del goce de toda jubilación, pensión o retiro, civil o militar, cuyo 

importe será percibido por los parientes que tengan derecho a pensión,. El tribunal 

podrá disponer, por razones de carácter asistencial, que la víctima o los deudos que 

estaban a su cargo concurran hasta la mitad de dicho importe, o que lo perciban en su 

totalidad, cuando el penado no tuviere parientes con derecho a pensión, en ambos 

casos hasta integrar el monto de las indemnizaciones fijadas. 

Nota: texto conforme a las leyes N. 11221, de fe de erratas y N. 21338, que modificó el 

inc. 4 ratificado por la ley N. 23077. 

ARTÍCULO 20.- La inhabilitación especial, producirá la privación del empleo, cargo, 

profesión o derecho sobre que recayere y la incapacidad para obtener otro del mismo 

género durante la condena. 

 

La inhabilitación especial, para derechos políticos, producirá la incapacidad de ejercer 

durante la condena aquel sobre que recayere. 

 

ARTICULO 20 Bis.- Podrá imponerse inhabilitación especial de seis meses a diez años, 

aunque esa pena no esté expresamente prevista, cuando el delito cometido importe: 

1) La incompetencia o abuso en el ejercicio de un empleo o cargo público; 

2) Abuso en el ejercicio de la patria potestad, adopción, tutela o curatela; 

3) Incompetencia o abuso en el desempeño de una profesión o actividad cuyo ejercicio 

dependa de una autorización, licencia o habilitación del poder público. 

Nota: Agregado por la ley N. 21338 y ratificado por la ley N. 23077. 
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ARTICULO 20.- Ter. El condenado a inhabilitación absoluta, puede ser restituido al uso 

y goce de los derechos y capacidades de que fue privado, si se ha comportado 

correctamente durante la mitad de plazo de aquélla, o durante diez años cuando la 

pena fuera perpetua y ha reparado los daños en la medida de lo posible. 

 

El condenado a inhabilitación especial, puede ser rehabilitado, transcurrida la mitad del 

plazo de ella, o cinco años cuando la pena fuere perpetua, si se ha comportado 

correctamente, ha remediado su incompetencia o no es de temer que incurra en 

nuevos abusos y además, ha reparado los daños en la medida de lo posible. 

 

Cuando la inhabilitación importó la pérdida de un cargo público o de una tutela o 

curatela, la pérdida de un cargo público de una tutela o curatela, la rehabilitación no 

comportara la reposición en los mismos cargos. 

 

Para todos los efectos, en los plazos de inhabilitación, no se computara el tiempo en 

que el inhabilitado haya estado prófugo, internado o privado de su libertad. 

Nota: agregado por la ley n 21338 y ratificado por la ley n 23077. 

 

ARTÍCULO 21.- La multa obligara al reo a pagar la cantidad de dinero que determinare 

la sentencia, teniendo en cuenta además de las causas generales del artículo 40, la 

situación económica del penado. 

 

Si el reo pagare la multa en el termino que fije la sentencia, sufrirá que no excederá de 

año y medio. El tribunal, antes de transformar la multa en la prisión correspondiente, 

procurara la satisfacción de la primera, haciéndola efectiva sobre los bienes, sueldos u 

otras entradas del condenado. Podrá autorizarse al condenado a amortizar la pena 

pecuniaria, mediante el trabajo libre, siempre que se presente ocasión para ello. 
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También se podrá autorizar al condenado a pagar la multa por cuotas. El tribunal fijara 

el monto y la fecha de los pagos, según la condición económica del condenado. 

 

ARTÍCULO 22.- En cualquier tiempo que se satisficiere la multa, el reo quedara en 

libertad. 

Del importe se descontara, de acuerdo con las reglas establecidas para el cómputo de 

la prisión preventiva, la parte proporcional al tiempo de detención que hubiere sufrido. 

ARTICULO 22 Bis.- Si el hecho ha sido cometido con ánimo de lucro, podrá agregarse 

a la pena privativa de libertad una multa, aún cuando no este especialmente prevista o 

lo esté sólo en forma alternativa con aquélla. Cuando no este prevista, la multa no 

podrá exceder de noventa mil pesos. 

 

Nota: agregado por la ley n 21338, ratificado por la ley n 23077 y modificado por la ley 

n 24286, en cuanto al monto de la multa. 

ARTICULO 23.- La condena importa la pérdida de los instrumentos que serán 

decomisados, a no ser que pertenecieren a un tercero no responsable. Los 

instrumentos decomisados no podrán venderse, debiendo destruirse. Pueden 

aprovechar sus materiales, los gobiernos de provincia o el arsenal de guerra de la 

Nación. 

Nota: texto originario conforme a la ley n 23077. 

ARTICULO 24.- La prisión preventiva se computara así: por dos días de prisión 

preventiva, uno de reclusión; por un día de prisión preventiva, uno de prisión, uno de 

prisión o dos de inhabilitación o la cantidad de multa que el tribunal fíjase entre cinco y 

ciento setenta y cinco pesos. 

Nota: Texto originario con la modificación dispuesta por la ley n 24286, en cuanto a los 

montos de la multa. Respecto a los condenados y detenidos procesados, en el período 

comprendido entre el 24-III-76 y el 10-XII-83, rige la modificación establecida por la ley 

n 23070, que se pública en el apéndice. 
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ARTICULO 25.- Si durante la condena, el penado se volviere loco, el tiempo de la 

locura se computara en el cumplimiento de la pena, sin que ello obste a lo dispuesto en 

el apartado 3 del inciso 1 del artículo 34. 

Nota: ver los arts. 116 y 117 de la Ley Penitenciaria Nacional, complementaria del 

Código Penal, en el apéndice. 

 

3.2 LEY DE EJECUCIÓN PENAL DE PERÚ 

 

PERSONAL PENITENCIARIO 

 

Para la aplicación de las normas que regulan el Sistema Penitenciario y el 

cumplimiento de sus objetivos, se requiere contar con personal capacitado para 

llevarlos a cabo. Sería ilógico fijar los fines del Sistema Penitenciario en el tratamiento y 

no poder después realizarlo en la práctica, por falta de personal especializado. Sin 

embargo, esto es lo que viene ocurriendo en la mayoría de países y, sin lugar a dudas, 

es el problema fundamental en que se encuentra la reforma del Sistema Penitenciario 

en el Perú. 

 

El proyecto, reconociendo esta realidad, establece que la administración penitenciaria, 

contará con el personal necesario y debidamente calificado, que será seleccionado 

formado y capacitado permanentemente en el Centro de Estudios Criminológicos y 

Penitenciarios. La primera medida, en consecuencia, para la implementación del 

proyecto será seleccionar y preparar el personal que, conurgencia, requiere el Sistema 

Penitenciario. 

 

El Proyecto, establece que la carrera penitenciaria, comprende al personal de 

tratamiento, de administración y de seguridad, disponiéndose que las plazas sean 

cubiertas por estricta línea de carrera conforme al escalafón. 

 

 



 55 

Reconociendo el carácter especial de la carrera penitenciaria, por la función social que 

cumple, se establece que el personal se organiza jerárquicamente y está sujeto a un 

régimen laboral y de remuneración especiales. 

 

3.3. CÓDIGO DE LA REPUBLICA DE CHILE 

 

De la ejecución de las penas y su cumplimiento 1 – 2 

 

Art. 79. No podrá ejecutarse pena alguna sino en virtud de sentencia ejecutoriada. 

Art. 80. Tampoco puede ser ejecutada pena alguna, en otra forma que la prescrita por 

la ley, ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en su texto. 

 

Se observará también además de lo que dispone la ley, lo que se determine en los 

reglamentos especiales, para el gobierno de los establecimientos en que deben 

cumplirse las penas, acerca de los castigos disciplinarios, de la naturaleza, tiempo y 

demás circunstancias de los trabajos, de las relaciones de los penados con otras 

personas, de los socorros que pueden recibir y del régimen alimenticio. 

 

En los reglamentos sólo podrán imponerse como castigos disciplinarios, el encierro en 

celda solitaria e incomunicación con personas extrañas al establecimiento penal, por un 

tiempo que no exceda de un mes, u otros de menor gravedad. 

 

La repetición de estas medidas, deberá comunicarse antes de su aplicación al juez del 

lugar de reclusión, quien sólo podrá autorizarla por resolución fundada y adoptando las 

medidas para resguardar la seguridad e integridad, del detenido o preso. 

 

Art. 81. Si después de cometido el delito, cayere el delincuente en estado de locura o 

demencia, se observarán las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Penal. 
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3.4. CÓDIGO PENAL DE LA REPUBLICA DE BRASIL 

 

 Direitos do preso 

        Art. 38 - O preso conserva todos os direitos não atingidos pela perda da liberdade, 

impondo-se a todas as autoridades o respeito à sua integridade física e moral. 

(Redação dada pela Lei nº 7.209, de 11.7.1984) 

 

        Trabalho do preso 

        Art. 39 - O trabalho do preso será sempre remunerado, sendo-lhe garantidos os 

benefícios da Previdência Social. (Redação dada pela Lei nº 7.209, de 11.7.1984) 

 

        Legislação especial 

        Art. 40 - A legislação especial regulará a matéria prevista nos arts. 38 e 39 deste 

Código, bem como especificará os deveres e direitos do preso, os critérios para 

revogação e transferência dos regimes e estabelecerá as infrações disciplinares e 

correspondentes sanções. (Redação dada pela Lei nº 7.209, de 11.7.1984) 

 

        Superveniência de doença mental 

        Art. 41 - O condenado a quem sobrevém doença mental deve ser recolhido a 

hospital de custódia e tratamento psiquiátrico ou, à falta, a outro estabelecimento 

adequado. (Redação dada pela Lei nº 7.209, de 11.7.1984) 

 

        Detração 

        Art. 42 - Computam-se, na pena privativa de liberdade e na medida de segurança, 

o tempo de prisão provisória, no Brasil ou no estrangeiro, o de prisão administrativa e o 

de internação em qualquer dos estabelecimentos referidos no artigo anterior. (Redação 

dada pela Lei nº 7.209, de 11.7.1984) 
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3.5. REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS Y OTROS 

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES  

 

3.5.1. PERSONAL PENITENCIARIO 

 

46. 1) La administración penitenciaria escogerá, cuidadosamente el personal de todos 

los grados, puesto que de la integridad, humanidad, aptitud personal y capacidad 

profesional de este personal dependerá la buena dirección de los establecimientos 

penitenciarios. 2) La administración penitenciaria, se esforzará constantemente por 

despertar y mantener, en el espíritu del personal y en la opinión pública, la convicción 

de que la función penitenciaria constituye un servicio social de gran importancia y, al 

efecto, utilizará todos los medios apropiados para ilustrar al público. 3) Para lograr 

dichos fines, será necesario que los miembros del personal, trabajen exclusivamente 

como funcionarios penitenciarios profesionales, tener la condición de empleados 

públicos y por tanto la seguridad de que la estabilidad en su empleo dependerá 

únicamente de su buena conducta, de la eficacia de su trabajo y de su aptitud física. La 

remuneración del personal deberá ser adecuada para obtener y conservar los servicios 

de hombres y mujeres capaces. Se determinarán las ventajas de la carrera y las 

condiciones del servicio teniendo en cuenta el carácter penoso de sus funciones.  

 

47. 1) El personal deberá poseer un nivel intelectual suficiente. 2) Deberá seguir, antes 

de entrar en el servicio, un curso de formación general y especial y pasar 

satisfactoriamente pruebas teóricas y prácticas. 3) Después de su entrada en el 

servicio y en el curso de su carrera, el personal deberá mantener y mejorar sus 

conocimientos y su capacidad profesional siguiendo cursos de perfeccionamiento que 

se organizarán periódicamente.  

48. Todos los miembros del personal deberán conducirse y cumplir sus funciones en 

toda circunstancia, de manera que su ejemplo inspire respeto y ejerza una influencia 

beneficiosa en los reclusos.  
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49. 1) En lo posible, se deberá añadir al personal un número suficiente de 

especialistas, tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores sociales, maestros e 

instructores técnicos. 2) Los servicios de los trabajadores sociales, de maestros e 

instructores técnicos deberán ser mantenidos permanentemente, sin que ello excluya 

los servicios de auxiliares a tiempo limitado o voluntarios. 

  

50. 1) El director del establecimiento, deberá hallarse debidamente calificado para su 

función, por su carácter,  capacidad administrativa,  formación adecuada y por su 

experiencia en la materia. 2) Deberá consagrar todo su tiempo a la función oficial que 

no podrá ser desempeñada como algo circunscrito a un horario determinado. 3) Deberá 

residir en el establecimiento o en la cercanía inmediata. 4) Cuando dos o más 

establecimientos estén bajo la autoridad de un director único, éste los visitará con 

frecuencia. Cada uno de dichos establecimientos estará dirigido por un funcionario 

residente responsable.  

 

51. 1) El director, el subdirector y la mayoría del personal del establecimiento deberán 

hablar la lengua de la mayor parte de los reclusos o una lengua comprendida por la 

mayor parte de éstos. 2) Se recurrirá a los servicios de un intérprete cada vez que sea 

necesario.  

 

52. 1) En los establecimientos, cuya importancia exija el servicio continuo de uno o 

varios médicos, uno de ellos por lo menos residirá en el establecimiento o en su 

cercanía inmediata. 2) En los demás establecimientos, el médico visitará diariamente a 

los presos y habitará lo bastante cerca del establecimiento a fin de que pueda acudir 

sin dilación cada vez que se presente un caso urgente.  

 

53. 1) En los establecimientos mixtos, la sección de mujeres estará bajo la dirección de 

una funcionaria  responsable, que guardará todas las llaves de dicha sección del 

establecimiento. 2) Ningún funcionario del sexo masculino, ingresara en la sección 
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femenina sin ir acompañado de un miembro femenino del personal. 3) La vigilancia de 

las reclusas será ejercida exclusivamente por funcionarias femeninas. Sin embargo, 

esto no excluirá que funcionarios del sexo masculino, especialmente los médicos y 

personal de enseñanza, desempeñen sus funciones profesionales en establecimientos 

o secciones reservados para mujeres.  

 

54. 1) Los funcionarios de los establecimientos, no deberán en sus relaciones con los 

reclusos, recurrir a la fuerza, salvo en caso de legítima defensa, de tentativa de evasión 

o de resistencia por la fuerza o por inercia física a una orden basada en la ley o en los 

reglamentos. Los funcionarios que recurran a la fuerza, se limitarán a emplearla en la 

medida estrictamente necesaria e informarán inmediatamente al director del 

establecimiento sobre el incidente. 2) Los funcionarios penitenciarios recibirán un 

entrenamiento físico especial que les permita dominar a los reclusos violentos. 3) Salvo 

en circunstancias especiales, los agentes que desempeñan un servicio en contacto 

directo con los presos no estarán armados. Por otra parte, no se confiará jamás un 

arma a un miembro del personal sin que éste haya sido antes adiestrado en su manejo 

 

3.5.2. RECOMENDACIONES SOBRE SELECCIÓN Y FORMACIÓN DEL 

PERSONAL PENITENCIARIO 

 

A. CONCEPTO MODERNO DEL SERVICIO PENITENCIARIO 

 

I. Carácter de servicio social 

 

1) Conviene señalar la transformación que entraña para el funcionario penitenciario el 

nuevo concepto de su misión, que les ha convertido de simples guardianes, en 

miembros de un importante servicio social, que exige competencia, una formación 

apropiada y una armoniosa cooperación entre todos sus miembros. 
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2) Deberá procurarse suscita y mantener en la opinión pública, y en el espíritu del 

personal, esta comprensión de la índole del servicio penitenciario, y para ello se 

utilizarán todos los medios apropiados para ilustrar al público. 

 

II. Especialización de funciones 

 

1) Este nuevo concepto, se refleja en la tendencia a incluir en el personal un número 

cada vez mayor de especialistas, por ejemplo, médicos, psiquiatras, psicólogos, 

trabajadores sociales, educadores e instructores técnicos. 

2) Dicha evolución es conveniente y se recomienda a los gobiernos que la acepten 

favorablemente aunque entrañe mayores gastos. 

 

III. Coordinación 

 

1) Sin embargo, la creciente especialización, puede perturbar la ejecución armónica 

de la obra del tratamiento penitenciario y suscitar problemas en la coordinación de 

las actividades de los diferentes sectores del personal técnico. 

2) Asimismo, es necesario asegurar, con respecto al tratamiento de los presos, una 

labor coordinada de todos los especialistas interesados. 

3) Además, conviene, mediante la creación de un organismo coordinador o de otro 

medio semejante, organizar todos los servicios técnicos según un método uniforme 

que, entre otras, tendría la ventaja de dar a los miembros del personal una idea 

clara de los diversos problemas considerados. 

 

B. ESTATUTO DEL PERSONAL Y CONDICIONES DE SERVICIO 

 

IV. Estatuto de funcionarios públicos 

 

Los miembros del personal penitenciario, que consagren todo su tiempo al servicio 

serán considerados funcionarios públicos, es decir: 

a) Estarán al servicio del gobierno del país o del Estado y, por consiguiente, se 
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regirán por los reglamentos de la administración pública: 

b) Serán seleccionados conforme a determinadas reglas, por ejemplo, mediante 

oposición; 

c) Tendrán la seguridad de que su empleo dependerá de su buena conducta, de su 

eficiencia en el cumplimiento de su deber y de su aptitud física: 

d) Disfrutarán de un estatuto permanente que les dará derecho a gozar de los 

beneficios de la carrera administrativa como, por ejemplo, ascensos, seguridad 

social, compensaciones y derecho a jubilarse o a recibir una pensión. 

 

V. Ocupación plena 

 

1) Con la excepción de ciertas categorías de especialistas y de técnicos, el personal 

penitenciario deberá dedicar todo su tiempo al servicio y, por consiguiente, el 

nombramiento será el correspondiente a una ocupación plena. 

2) Especialmente, las funciones de director del establecimiento no podrán constituir 

una ocupación circunscrita a un horario limitado. 

3) Los servicios de los trabajadores sociales, los educadores y los instructores 

técnicos deben ser mantenidos de manera permanente, pero sin excluir los 

servicios de auxiliares a tiempo limitado. 

 

VI. Condiciones generales de servicio 

 

1) El personal penitenciario, deberá gozar de condiciones de servicio adecuadas para 

atraer y retener a las personas más capacitadas. 

2) Los sueldos y otros beneficios de la carrera, no deben ligarse arbitrariamente a los 

de otros funcionarios públicos, sino que deben calcularse en función del trabajo 

que es preciso efectuar en un sistema penitenciario moderno, tarea compleja, 

ardua y que tiene la naturaleza de un servicio social importante. 

3) Se proporcionará al personal, habitaciones convenientes y en número adecuado 

cerca del establecimiento. 
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VII. Organización no militar del personal 

 

1) El personal penitenciario deberá tener carácter civil, con las categorías necesarias 

en este género de administración. 

2) El personal de custodia deberá estar organizado conforme a las reglas de la 

disciplina penitenciaria, a fin de mantener entre el mismo las categorías y el orden 

necesarios. 

3) Se deberá seleccionar especialmente al personal, el cual no se deberá formar con 

miembros procedentes de las fuerzas armadas, de la policía o de otros servicios 

públicos. 

 

VIII. Uso de armas 

 

1) Salvo en circunstancias especiales, el personal cuyas funciones supongan relación 

directa con los presos no deberá estar armado. 

2) Jamás se deberán entregar armas a los miembros del personal que no hayan sido 

adiestrados en su manejo. 

3) Es deseable que los servicios de vigilancia externa estén a cargo del personal del 

establecimiento. 

 

C. SELECCIÓN DEL PERSONAL 

 

IX. Autoridad competente y métodos administrativos generales 

1) En lo posible se centralizará la selección del personal, según la organización de 

cada Estado, y estará a cargo de la dirección de la administración penitenciaria 

superior o central. 

2) Si otros órganos del Estado como, por ejemplo, una comisión de funcionarios 

públicos, se encargan de la selección, no podrá exigirse a la administración 

penitenciaria que acepte a un candidato que no considere apto. 

3) Deberán existir disposiciones que eliminen la influencia política en los 

nombramientos para puestos en la administración penitenciaria. 
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X. Condiciones generales de selección 

 

1) La administración penitenciaria, deberá dedicar atención particular a la selección del 

personal y retener únicamente a los candidatos que reúnan las condiciones 

necesarias de probidad, sentido humanitario, competencia y aptitud física. 

2) Los miembros del personal, deberán hablar el idioma de la mayor parte de los 

reclusos o un idioma comprendido por la mayor parte de éstos. 

 

XI. Personal de vigilancia 

1) Este personal deberá tener un nivel intelectual suficientemente elevado, que le 

permita desempeñar su misión eficazmente y aprovechar los cursos de formación 

que se den en el servicio. 

2) Se recomienda que, sin perjuicio de los exámenes o concursos de admisión, se 

someta a los candidatos a puestos en la administración penitenciaria, a pruebas 

científicas que permitan apreciar su capacidad intelectual y profesional y su aptitud 

física. 

3) Los candidatos aceptados deberán ser sometidos a un periodo de prueba, que 

permita a las autoridades competentes, formarse una opinión acerca de su 

personalidad, carácter y aptitud. 

XII. Administración superior 

Los nombramientos para puestos superiores en la administración de los servicios 

penitenciarios, se harán con sumo cuidado; sólo deberán ser consideradas las 

personas que posean una formación apropiada y hayan adquirido conocimientos y 

experiencia suficiente. 

XIII. Personal directivo 

1) Los directores o subdirectores de los establecimientos, deberán hallarse 

suficientemente calificados para su labor, por su carácter, capacidad administrativa, 

formación y experiencia en la materia. 

2) Deberán tener una buena cultura general y vocación para dicho servicio. La 

administración se esforzará en designar para estos cargos a personas dotadas con 

una formación especializada que ofrezca una preparación adecuada para la 
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función penitenciaria. 

XIV. Personal técnico y personal administrativo 

1) El personal encargado de las funciones técnicas, incluso en cargos administrativos 

deberá poseer las condiciones profesionales o técnicas requeridas para cada una 

de las funciones indicadas. 

2) En la selección del personal técnico, se tendrán en cuenta los diplomas de aptitud 

profesional o títulos universitarios que acrediten una formación especializada. 

3) Se recomienda dar preferencia a los candidatos que, además de sus calificaciones 

profesionales, posean un segundo título o diploma o una experiencia especializada 

en materia penitenciaria. 

XV. Personal de los establecimientos para mujeres 

Los establecimientos para mujeres, tendrán un personal femenino. Sin embargo, esto 

no excluirá que, por razones profesionales, funcionarios del sexo masculino, 

especialmente médicos y personal de enseñanza, desempeñen sus funciones en 

establecimientos o secciones para mujeres. El personal femenino, laico o religioso, 

deberá poseer, en lo posible, las mismas condiciones exigidas a la persona de los 

establecimientos para hombres. 

D. FORMACIÓN PROFESIONAL 

XVI. Formación previa al nombramiento definitivo 

Antes de ingresar en el servicio, el personal penitenciario seguirá un curso de 

formación, para el desempeño de sus funciones generales, particularmente sobre 

problemas sociales y para el desempeño de sus funciones específicas. Se le exigirá 

aprobar un examen teórico y práctico. 

XVII. Personal de vigilancia 

1) Se recomienda establecer un programa de formación profesional intensivo, para el 

personal de vigilancia. Las disposiciones que siguen, pueden servir de ejemplo 

para la organización de un sistema de formación en tres etapas: 

2) La primera, que debería realizarse en un establecimiento penitenciario, está 

destinada a familiarizar al candidato con los problemas profesionales, y a 

determinar si posee la aptitud necesaria. Durante esta primera etapa, no debe 

asignarse, ninguna función de responsabilidad al interesado, cuya actividad debe 
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permanecer bajo la constante fiscalización de un funcionario del servicio. El director 

deberá organizar para los candidatos una enseñanza elemental sobre temas 

prácticos. 

3) En la segunda etapa, el candidato debe asistir a una escuela o a cursos 

organizados por la administración penitenciaria superior o central, que estará 

encargada de la formación profesional teórica y práctica del vigilante. Debe darse 

especial importancia a la técnica de mantener buenas relaciones con los reclusos 

utilizando nociones elementales de psicología y de criminología. Además, los 

cursos deberían comprender temas sobre ciencia penitenciara, administración 

penitenciaria, derecho penal y materias conexas. 

4) Es de desear, que en las dos primeras etapas, la admisión y formación de los 

candidatos, se realice en grupos, para evitar que se les emplee prematuramente en 

el servicio y para facilitar la organización de los cursos. 

5) La tercera etapa destinada a los candidatos no eliminados en las dos primeras, que 

hubiesen demostrado profundo interés y vocación para el servicio, debería consistir 

en una prestación efectiva de servicios, durante la cual deberán acreditar que 

poseen todas las condiciones que se les exigen. Además, debería brindárseles la 

posibilidad de seguir cursos de estudios superiores en psicología, criminología, 

derecho penal, penología y otras disciplinas conexas. 

XVIII. Personal directivo 

1) Teniendo en cuenta la variedad de métodos empleados en la actualidad en los 

diversos países, se admite, en general, la necesidad de que los directores o 

subdirectores tengan una formación suficiente que acreditarán previamente a su 

nombramiento en conformidad con el párrafo XIII, supra. 

2) Los directores o subdirectores, que se nombre de fuera del servicio penitenciario  y 

que carezcan de experiencia profesional en dicho trabajo, pero que se distingan 

por su experiencia  en cuestiones similares, deberán, antes de asumir funciones, 

acreditar una formación técnica y adquirir la debida experiencia práctica durante un 

periodo razonable. Se entiende que un título de escuela profesional especializada 

o universitaria, que acredite estudios en la materia, podrá ser considerado como 

formación teórica suficiente. 
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XIX. Personal técnico 

Las condiciones de selección, determinarán la formación inicial que se deberá exigir a 

los candidatos para las funciones técnicas del servicio penitenciario, conforme al 

párrafo XIV, supra. 

XX. Institutos regionales de formación profesional 

Convendrá fomentar la creación de institutos regionales, para la formación del personal 

de los establecimientos penitenciarios y correccionales. 

XXI. Entrenamiento físico e  instrucción en el manejo de armas 

1) Los miembros del personal penitenciario, recibirán un entrenamiento físico 

especial que les permita reducir a los reclusos violentos, por los medios 

establecidos por las autoridades y conforme a las disposiciones pertinentes y 

reglamentarias en la materia. 

2) Los miembros del personal, a quienes se entreguen armas, habrán sido instruidos 

en su manejo y enterados de las disposiciones que regulen su uso. 

XXII. Formación en el servicio 

1) Después de ingresar en el servicio y durante su carrera, el personal conservara y 

aumentará sus conocimientos y capacidad profesional siguiendo los cursos de 

perfeccionamiento que se organizarán periódicamente. 

2) El personal de custodia, recibirá una formación en el servicio, que verse más bien 

sobre cuestiones de principios y de método que sobre el estudio estricto de los 

reglamentos. 

3) En los casos en que se exija una formación especial cualquiera, debería facilitarse 

a cargo del Estado, y los que la reciban deberían percibir el salario y los subsidios 

correspondientes a su grado. La formación complementaria que un miembro del 

personal necesite para obtener una promoción, puede ser dada  a sus expensas y 

durante el tiempo que tenga libre. 

XXIII. Reuniones dedicadas a debates, visitas a establecimientos seminarios 

para funcionarios superiores 

1) Se recomienda que para los funcionarios superiores, se organicen grupos de 

debate en los que se tratarán temas de interés prácticos, más bien que cuestiones 

teóricas, que se completarán mediante visitas a diferentes clases de 
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establecimientos, incluso a instituciones que no dependan de la administración 

penitenciaria. Sería deseable invitar a estas reuniones a especialistas de otros 

países. 

2) También es recomendable que se organicen intercambios entre los diversos 

países, para que estos funcionarios puedan obtener experiencia práctica en los 

establecimientos extranjeros. 

XXIV. Consultas, visitas y reuniones para todo el personal 

1) Deberán organizarse consultivas que ofrezcan al personal penitenciario de todas 

las categorías la oportunidad de expresar su opinión sobre los métodos 

practicados para el tratamiento de los presos. Además, se organizarán 

conferencias para todo el personal, visitas a otros establecimientos y, cuando fuere 

posible, seminarios periódicos. 

 

2) Asimismo, se recomienda organizar reuniones entre los miembros del personal, 

para intercambio de información y para discutir cuestiones profesionales. 

 

C. Establecimientos penales y correccionales abiertos 

Resolución adoptada el 29 de agosto de 1955 

El Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 

del Delincuente, 

Habiendo aprobado las recomendaciones sobre Prevención del Delito y Tratamiento 

del Delincuente. 

 

1. Ruega al Secretario General que, conforme al párrafo d) del anexo a la resolución 

415(v) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, transmita las 

mencionadas recomendaciones a la Comisión de Asuntos Sociales del Consejo 

Económico y Social para su aprobación. 

2. Confía en que el Consejo Económico y social confirme dichas recomendaciones y 

las señale a la atención de los gobiernos, recomendándoles que se inspiren en la 

mayor medida posible en dichas recomendaciones, tanto en la práctica como en la 

realización de reformas legislativas y administrativas. 
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3. Expresa asimismo el deseo de que el Consejo Económico y Social pida al 

Secretario General que asegure la difusión más extensa posible de dichas 

recomendaciones y le autorice a obtener periódicamente de los nuevos países, 

información sobre los progresos realizados en la materia y a publicar dicha 

información. 

3.6. DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 

Adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) del 

10 de diciembre de 1948 

 

El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y 

proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos, cuyo texto completo figura 

en las páginas siguientes. Tras este acto histórico, la Asamblea pidió a todos los 

Países Miembros que publicaran el texto de la Declaración y dispusieran que fuera 

"distribuido, expuesto, leído y comentado en las escuelas y otros establecimientos de 

enseñanza, sin distinción fundada en la condición política de los países o de los 

territorios". 

 

PREÁMBULO 

Considerando  

Que, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la 

dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de 

la familia humana;  

 

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los Derechos Humanos han 

originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha 

proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un 

mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la 

libertad de palabra y de la libertad de creencias;  
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Considerando 

Esencial que los Derechos Humanos sean protegidos por un Régimen de Derecho, a 

fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la 

tiranía y la opresión;  

 

Considerando 

También esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones;  

Considerando 

Que, los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los 

derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y 

en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a 

promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más 

amplio de la libertad;  

Considerando 

Que, los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la 

Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y 

libertades fundamentales del hombre, y  

Considerando  
Que, una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia 

para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;  

 

La Asamblea General 

Proclama la presente 

Declaración Universal de Derechos Humanos 

 

Como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de 

que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, 

promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y 

libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, 

su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los 

Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.  
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Artículo 1 

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 

dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente 

los unos con los otros.  

Artículo 2 

Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta 

Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 

política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición.  

Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 

internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto 

si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración 

fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.  

Artículo 3 

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 

persona.  

Artículo 4 

Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de 

esclavos están prohibidas en todas sus formas.  

Artículo 5 

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes.  

Artículo 6 

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 

personalidad jurídica.  

Artículo 7 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección 

de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que 

infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.  

Artículo 8 

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
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competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.  

Artículo 9 

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.  

Artículo 10 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 

públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la 

determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 

acusación contra ella en materia penal.  

Artículo 11 

Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el 

que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.  

Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse 

no fueron delictivos, según el Derecho Nacional o Internacional. Tampoco se 

impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 

delito.  

Artículo 12 

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 

domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o 

ataques.  

Artículo 13 

Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 

territorio de un Estado.  

Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a 

regresar a su país.  

Artículo 14 

En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar 

de él, en cualquier país.  

Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente 
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originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios 

de las Naciones Unidas.  

Artículo 15 

 

Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.  

A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar 

de nacionalidad.  

Artículo 16 

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin 

restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y 

fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, 

durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.  

2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá 

contraerse el matrimonio.  

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho 

a la protección de la sociedad y del Estado.  

Artículo 17 

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.  

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.  

Artículo 18 

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 

religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así 

como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y 

colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, 

el culto y la observancia.  

Artículo 19 

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este 

derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de 

investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de 

fronteras, por cualquier medio de expresión.  
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Artículo 20 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.  

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.  

Artículo 21 

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, 

directamente o por medio de representantes libremente escogidos.  

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las 

funciones públicas de su país.  

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta 

voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse 

periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro 

procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.  

 

Artículo 22 

 

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad 

social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, 

habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción 

de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad 

y al libre desarrollo de su personalidad.  

 

Artículo 23 

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a 

condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el 

desempleo.  

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por 

trabajo igual.  

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y 

satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la 

dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera 

otros medios de protección social.  
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4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa 

de sus intereses.  

Artículo 24 

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una 

limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas 

pagadas.  

Artículo 25 

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 

como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 

vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; 

tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, 

invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia 

por circunstancias independientes de su voluntad.  

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. 

Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 

igual protección social.  

 

Artículo 26 

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al 

menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La 

instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá 

de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, 

en función de los méritos respectivos.  

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana 

y el fortalecimiento del respeto a los Derechos Humanos y a las libertades 

fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 

las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de 

las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.  

3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que 

habrá de darse a sus hijos.  
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Artículo 27 

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la 

comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los 

beneficios que de él resulten.  

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y 

materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, 

literarias o artísticas de que sea autora.  

 

Artículo 28 

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional 

en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan 

plenamente efectivos.  

 

Artículo 29 

1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella 

puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.  

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona 

estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin 

de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los 

demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del 

bienestar general en una sociedad democrática.  

3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en 

oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.  

 

Artículo 30 

Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere 

derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y 

desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera 

de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.  
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3.7. PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 

  

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 

Resolución 2200 (XXI), de 16 de diciembre de 1966. 

 

Puesto en vigencia: 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 49 (Bolivia se 

adhiere a este Pacto, mediante Decreto Supremo Nº 18950 de 17 de mayo de 1982, 

durante el gobierno del Gral. Div. Celso Torrelio Villa) 

 

PREÁMBULO  

 

Los Estados Partes en el presente Pacto. 

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones 

Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo, tiene por base el reconocimiento de 

la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos 

iguales e inalienables, 

Reconociendo que, estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona 

humana. 

 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos no 

puede realizarse el ideal del ser humano libre en el disfrute de las libertades civiles y 

políticas y liberado del temor de la miseria, a menos que creen condiciones que 

permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus 

derechos económicos, sociales y culturales. 

 

Considerando que, la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación 

de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanas, 

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la 

comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la 

observancia de los derechos reconocidos en este Pacto. 

Convienen en los artículos siguientes: 
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PARTE I 

 

ARTÍCULO 1.- Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de 

este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su 

desarrollo económico, social y cultural. 

 

Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus 

riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la 

cooperación económica internacional basada en el principio del beneficio recíproco. Así 

como del derecho internacional. 

 

En ningún caso, podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de 

administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio 

del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las 

disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 

 

PARTE II 

 

ARTÍCULO 2.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto, se comprometen 

a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentran en su territorio y 

estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin 

distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 

origen nacional o social, posición económica, nacimiento cualquier otra condición 

social. 

 

Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 

constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para 

dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 

efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya 
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garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

 

Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar 

que: 

Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan 

sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera 

sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; 

La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquier otra autoridad 

competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirán sobre los derechos de 

toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso 

judicial. 

 

Las autoridades competentes cumplirán toda la decisión en que haya estimado 

procedente el recurso. 

 

ARTÍCULO 3.- Los Estados Partes en el presente Pacto, se comprometen a garantizar 

a hombres y mujeres, la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos 

enunciados en el presente Pacto. 

ARTÍCULO 4.- En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la 

nación y cuya existencia haya sido proclamada fielmente, los Estados Partes en el 

presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente limitada 

a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de 

este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás 

obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación 

alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen 

social. 

 

La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 6, 7, 8 

(párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18. 

 

 



 79 

Todo Estado Parte en el presente Pacto, que haga uso del derecho de suspensión, 

deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en el presente Pacto, por 

conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya 

aplicación haya suspendido y de los motivos que hayan suscitado la suspensión. Se 

hará una nueva comunicación por el mismo conducto, en la fecha en que se haya dada 

por terminada tal suspensión. 

 

ARTÍCULO 5.- Ninguna disposición del presente Pacto, podrá ser interpretada en el 

sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender 

actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los 

derechos y libertades reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, 

convenciones, reglamento o costumbres, su pretexto de que el presente Pacto no los 

reconoce o los reconoce en menor grado. 

 

PARTE III 

 

ARTÍCULO 6.- El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho 

estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.  

 

En los países en que no hayan abolido la pena capital, sólo podrá imponerse la pena 

de muerte en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a las 

disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la Prevención y Sanción del 

Delito de Genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia 

definitiva de un tribunal competente. 

 

Cuando la privación de la vida, constituya delito de genocidio, se tendrá entendido que 

nada de lo dispuesto en este artículo, excusará en modo alguno a los Estados Partes 

del cumplimento de ninguna de las obligaciones asumidas, en virtud de las 

disposiciones de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de 

Genocidio. 
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Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la 

conmutación de la pena. La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena capital 

podrán ser concedidos en todos los casos. 

 

No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 

años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado Parte en el 

presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena capital. 

 

ARTÍCULO 7.- Nadie será sometido a torturas ni penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a 

experimentos médicos o científicos. 

 

ARTÍCULO 8.- Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos 

estarán prohibidas en todas sus formas. 

Nadie estará sometido a servidumbre. 

a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. 

b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohíbe, en 

los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de 

prisión acompañada de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente; 

c) No se considerarán como “trabajo forzoso u obligatorio”, a los efectos de este 

párrafo. 

 

Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b), se exijan 

normalmente de una persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente 

dictada, o de una persona que habiendo sido presa en virtud de tal decisión, se 

encuentre en libertad condicional. 

 

El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la exención por razones 

de conciencia, el servicio nacional que deben presentar conforme a la ley quienes se 

opongan al servicio militar por razones de conciencia. 
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El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad, que amenace la vida o el 

bienestar de la comunidad. 

El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 

 

ARTÍCULO 9.- Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 

Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie sera privado de su 

libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido 

en ésta. 

Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las 

razones de la misma y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ellas. 

Toda persona detenida o presa, a causa de una infracción penal, será llevada sin 

demora ante un juez u otro funcionario autorizado por  ley, para ejercer funciones 

judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta 

en libertad. La prisión preventiva, de las personas que hayan de ser juzgadas, no debe 

ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren 

la comparencia del acusado en el caso, para la ejecución del fallo.  

Toda persona que sea privada de libertad, en virtud de detención o prisión, tendrá 

derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre 

la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 

Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a 

obtener reparación. 

 

ARTÍCULO 10.- Toda persona privada de libertad, será tratada humanamente y con el 

debido respeto a la dignidad inherente al ser humano. 

a) Los procesados, estarán, separados de los condenados, salvo en 

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, 

adecuado a su condición de personas no condenadas; 

 

Los menores procesados, estarán separados de los adultos y deberán ser llevados 

ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento. 

El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento, cuya finalidad esencial será la 
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reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán 

separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y 

condición jurídica. 

 

ARTÍCULO 11.- Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una 

obligación contractual. 

 

ARTÍCULO 12.- Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado, 

tendrá derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia. 

Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, incluso del propio. 

Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando 

éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad 

nacional, el orden público, la salud o la moral pública o los derechos y libertades de 

terceros, y sean compatibles con los demás derecho reconocidos en el presente Pacto. 

 

Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio país. 

 

ARTÍCULO 13.- El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado 

Parte en el presente  Pacto, solo podrá ser expulsado de él, en cumplimiento de una 

decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos que  razones imperiosas de seguridad 

nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero exponer su caso revisión ante 

la autoridad competente o bien ante la persona o personas designadas especialmente 

por dicha autoridad competente y hacerse representar con tal fin ante ellas. 

 

ARTÍCULO 14.- Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. 

Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por 

un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la 

substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la 

determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público, 

pondrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios, por consideraciones de 

moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo 
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exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria 

en opinión el tribunal cuando por circunstancias especiales del asunto, la publicidad 

pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o 

contenciosa será publica, excepto en los casos en que el interés de menores de edad 

exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela 

de menores. 

 

Toda persona acusada de un delito, tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena 

igualdad, a las siguientes garantías mínimas;  

A ser informada sin demora; en un idioma que comprenda y en forma detallada de la 

naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella. 

A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y 

a comunicarse con un defensor de su elección; 

A ser juzgado sin dilataciones indebidas; 

A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un 

defensor de su elección a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que se le 

asiste a tenerlo y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre 

defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 

 

A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de 

los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que 

los testigos de cargo; 

A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma 

empleado en el tribunal. 

A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 

En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en 

cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 

Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo 

condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, 
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conforme a lo prescrito por la ley. 

Cuando una sentencia firme, haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya 

sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio, 

de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como 

resultado de tal sentencia, deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se 

demuestre que le es imputable en todo o en parte no haberse revelado oportunamente 

el hecho desconocido. 

 

3.8. DECLARACIÓN SOBRE LA PROTECCIÓN DE TODAS LAS 

PERSONAS CONTRA LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS 

CRUELES, INHUMANAS O DEGRADANTES. 

 

CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, 

INHUMANOS O DEGRADANTES 

 

ADOPTADA Y ABIERTA A LA FIRMA, RATIFICACIÓN Y ADHESIÓN POR LA 

ASAMBLEA GENERAL EN SU RESOLUCIÓN 39/46, DE 10 DE DICIEMBRE DE 1984  

ENTRADA EN VIGOR: 26 DE JUNIO DE 1987, DE CONFORMIDAD CON EL 

ARTÍCULO 27 (1) 

 

LISTA DE LOS ESTADOS QUE HAN RATIFICADO LA CONVENCIÓN 

 

Declaraciones y reservas (en inglés)  

Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las 

Naciones Unidas, el reconocimiento de los derechos iguales e inalienables de todos los 

miembros de la familia humana es la base de la libertad, la justicia y la paz en el 

mundo,  

Reconociendo que estos derechos emanan de la dignidad inherente de la persona 

humana,  

Considerando la obligación que incumbe a los Estados en virtud de la Carta, en 
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particular del Artículo 55, de promover el respeto universal y la observancia de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales,  

 

Teniendo en cuenta el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 

el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que proclaman que 

nadie será sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 

Teniendo en cuenta asimismo la Declaración sobre la Protección de Todas las 

Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 

aprobada por la Asamblea General el 9 de diciembre de 1975,  

Deseando hacer más eficaz la lucha contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanas o degradantes en todo el mundo,  

Han convenido en lo siguiente: 

 

Parte I 

Artículo 1 

1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término "tortura" 

todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona, dolores o 

sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o 

de un tercero, información o una confesión, de castigarla por un acto que haya 

cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa 

persona o a otras, o por cualquier razón, basada en cualquier tipo de 

discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un 

funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a 

instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán 

torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de 

sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas.  

 

2. El presente artículo, se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento 

internacional o legislación nacional que contenga o pueda contener 

disposiciones de mayor alcance. 

Artículo 2 
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1. Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrativas, judiciales o 

de otra índole, eficaces para impedir los actos de tortura en todo territorio que 

esté bajo su jurisdicción.  

2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales, tales como 

estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier 

otra emergencia pública como justificación de la tortura.  

3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una autoridad 

pública como justificación de la tortura. 

Artículo 3 Observación general sobre su aplicación 

1. Ningún Estado Parte, procederá a la expulsión, devolución o extradición de 

una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que 

estaría en peligro de ser sometida a tortura.  

2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades 

competentes, tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, 

cuando proceda, la existencia en el Estado de que se trate de un cuadro 

persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de los derechos 

humanos. 

Artículo 4 

1. Todo Estado Parte, velará por que todos los actos de tortura constituyan 

delitos conforme a su legislación penal. Lo mismo se aplicará a toda tentativa de 

cometer tortura y a todo acto de cualquier persona que constituya complicidad o 

participación en la tortura.  

2. Todo Estado Parte, castigará esos delitos con penas adecuadas en las que se 

tenga en cuenta su gravedad. 

Artículo 5 

1. Todo Estado Parte, dispondrá lo que sea necesario para instituir su 

jurisdicción sobre los delitos a que se refiere el artículo 4 en los siguientes casos:  

a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a 

bordo de una aeronave o un buque matriculados en ese Estado;  

b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado;  

c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado.  
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2. Todo Estado Parte, tomará asimismo las medidas necesarias para establecer 

su jurisdicción sobre estos delitos, en los casos en que el presunto delincuente 

se halle en cualquier territorio bajo su jurisdicción y dicho Estado no conceda la 

extradición, con arreglo al artículo 8, a ninguno de los Estados previstos en el 

párrafo 1 del presente artículo.  

3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de 

conformidad con las leyes nacionales. 

Artículo 6 

1. Todo Estado Parte, en cuyo territorio se encuentre la persona de la que se 

supone, que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el 

artículo 4, si, tras examinar la información de que dispone, considera que las 

circunstancias lo justifican, procederá a la detención de dicha persona o tomará 

otras medidas para asegurar su presencia. La detención y demás medidas se 

llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal Estado y se mantendrán 

solamente por el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un 

procedimiento penal o de extradición.  

2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar de los 

hechos.  

3. La persona detenida, de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, 

tendrá toda clase de facilidades para comunicarse inmediatamente, con el 

representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre 

más próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del Estado en 

que habitualmente resida.  

4. Cuando un Estado, en virtud del presente artículo, detenga a una persona, 

notificará inmediatamente tal detención y las circunstancias que la justifican a los 

Estados a que se hace referencia en el párrafo 1 del artículo. 

5. El Estado que proceda a la investigación preliminar, prevista en el párrafo 2 

del presente artículo, comunicará sin dilación sus resultados a los Estados antes 

mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 

Artículo 7 

1. El Estado Parte, en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona, de 
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la cual se supone, que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace 

referencia en el artículo 4, en los supuestos previstos en el artículo 5, si no 

procede a su extradición, someterá el caso a sus autoridades competentes a 

efectos de enjuiciamiento.  

2. Dichas autoridades, tomarán su decisión en las mismas condiciones que las 

aplicables a cualquier delito de carácter grave, de acuerdo con la legislación de 

tal Estado. En los casos previstos en el párrafo 2 del artículo 5, el nivel de las 

pruebas necesarias para el enjuiciamiento o inculpación, no será en modo 

alguno, menos estricto que el que se aplica en los casos previstos en el párrafo 

1 del artículo 5.  

3. Toda persona encausada, en relación con cualquiera de los delitos 

mencionados en el artículo 4, recibirá garantías de un trato justo en todas las 

fases del procedimiento. 

Artículo 8 

1. Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4, se considerarán incluidos 

entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición 

celebrado entre Estados Partes. Los Estados Partes, se comprometen a incluir 

dichos delitos, como caso de extradición en todo tratado de extradición que 

celebren entre sí en el futuro.  

2. Todo Estado Parte, que subordine la extradición a la existencia de un tratado, 

si recibe de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto, una 

solicitud de extradición, podrá considerar la presente Convención como la base 

jurídica necesaria para la extradición, referente a tales delitos. La extradición 

estará sujeta a las demás condiciones exigibles por el derecho del Estado 

requerido.  

3. Los Estados Partes, que no subordinen la extradición a la existencia de un 

tratado, reconocerán dichos delitos como casos de extradición entre ellos, a 

reserva de las condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido.  

4. A los fines de la extradición entre Estados Partes, se considerará que los 

delitos se han cometido, no solamente en el lugar donde ocurrieron, sino 

también en el territorio de los Estados obligados a establecer su jurisdicción de 
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acuerdo con el párrafo 1 del artículo 5. 

Artículo 9 

1. Los Estados Partes, se prestarán todo el auxilio posible, en lo que respecta a 

cualquier procedimiento penal, relativo a los delitos previstos en el artículo 4, 

inclusive el suministro de todas las pruebas necesarias para el proceso que 

obren en su poder.  

2. Los Estados Partes, cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del 

párrafo 1 del presente artículo, de conformidad con los tratados de auxilio judicial 

mutuo que existan entre ellos. 

Artículo 10 

1. Todo Estado Parte, velará por que se incluyan una educación y una 

información completas sobre la prohibición de la tortura en la formación 

profesional del personal encargado de la aplicación de la ley, sea éste civil o 

militar, del personal médico, de los funcionarios públicos y otras personas que 

puedan participar en la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de cualquier 

persona sometida a cualquier forma de arresto, detención o prisión.  

 

2. Todo Estado Parte, incluirá esta prohibición en las normas o instrucciones que 

se publiquen en relación con los deberes y funciones de esas personas. 

 

Artículo 11 

Todo Estado Parte, mantendrá sistemáticamente en examen, las normas e 

instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las disposiciones 

para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a cualquier forma de 

arresto, detención o prisión en cualquier territorio que esté bajo su jurisdicción, a 

fin de evitar todo caso de tortura. 

Artículo 12 

Todo Estado Parte, velará por que, siempre que haya motivos razonables para 

creer que dentro de su jurisdicción, se ha cometido un acto de tortura, las 

autoridades competentes procedan a una investigación pronta e imparcial. 

Artículo 13 
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Todo Estado Parte, velará por que toda persona que alegue haber sido sometida 

a tortura, en cualquier territorio bajo su jurisdicción, tenga derecho a presentar 

una queja y a que su caso sea pronta e imparcialmente examinado por sus 

autoridades competentes. Se tomarán medidas, para asegurar que quien 

presente la queja y los testigos, estén protegidos contra malos tratos o 

intimidación como consecuencia de la queja o del testimonio prestado. 

Artículo 14 

1. Todo Estado Parte, velará por que su legislación garantice a la víctima de un 

acto de tortura, la reparación y el derecho a una indemnización justa y 

adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa posible. 

En caso de muerte de la víctima como resultado de un acto de tortura, las 

personas a su cargo tendrán derecho a indemnización. 

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo, afectará a cualquier derecho de 

la víctima o de otra persona a indemnización, que pueda existir con arreglo a las 

leyes nacionales. 

Artículo 15 

Todo Estado Parte, se asegurará de que ninguna declaración que  demuestre 

que ha sido hecha como resultado de tortura, pueda ser invocada como prueba 

en ningún procedimiento, salvo en contra de una persona acusada de tortura, 

como prueba de que se ha formulado la declaración. 

Artículo 16 

1. Todo Estado Parte, se comprometerá a prohibir en cualquier territorio bajo su 

jurisdicción, otros actos que constituyan tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes y que no lleguen a ser tortura tal como se define en el artículo 1, 

cuando esos actos sean cometidos por un funcionario público u otra persona que 

actúe en el ejercicio de funciones oficiales, o por instigación o con el 

consentimiento o la aquiescencia de tal funcionario o persona. Se aplicarán, en 

particular, las obligaciones enunciadas en los artículos 10, 11, 12 y 13, 

sustituyendo las referencias a la tortura por referencias a otras formas de tratos 

o penas crueles, inhumanas o degradantes. 

2. La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en otros 



 91 

instrumentos internacionales o leyes nacionales que prohíban los tratos y las 

penas crueles, inhumanas o degradantes o que se refieran a la extradición o 

expulsión. 

Parte II 

Artículo 17 

1. Se constituirá un Comité contra la Tortura (denominado en lo que sigue el 

Comité), el cual desempeñará las funciones que se señalan más adelante. El 

Comité estará compuesto de diez expertos de gran integridad moral y 

reconocida competencia en materia de derechos humanos, que ejercerán sus 

funciones a título personal. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes, 

teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa y la utilidad de la 

participación de algunas personas que tengan experiencia jurídica.  

2. Los miembros del Comité, serán elegidos en votación secreta de una lista de 

personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes, 

podrá designar una persona entre sus propios nacionales. Los Estados Partes, 

tendrán presente la utilidad de designar personas que sean también miembros 

del Comité de Derechos Humanos establecido con arreglo al Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos y que estén dispuestas a prestar servicio en el 

Comité constituido con arreglo a la presente Convención.  

3. Los miembros del Comité serán elegidos en reuniones bienales de los 

Estados Partes, convocadas por el Secretario General de las Naciones Unidas. 

En estas reuniones, para las cuales formarán quórum dos tercios de los Estados 

Partes, se considerarán elegidos para el Comité, los candidatos que obtengan el 

mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes 

de los Estados Partes presentes y votantes. 

 

4. La elección inicial, se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha 

de entrada en vigor de la presente Convención. Al menos cuatro meses antes de 

la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas, dirigirá 

una carta a los Estados Partes, invitándoles a que presenten sus candidaturas 

en un plazo de tres meses. El Secretario General, preparará una lista por orden 
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alfabético, de todas las personas designadas de este modo, indicando los 

Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes. 

 

5. Los miembros del Comité, serán elegidos por cuatro años. Podrán ser 

reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. No obstante, el mandato de 

cinco de los miembros elegidos en la primera elección, expirará al cabo de dos 

años; inmediatamente después de la primera elección, el presidente de la 

reunión, a que se hace referencia en el párrafo 3 del presente artículo, designará 

por sorteo los nombres de esos cinco miembros. 

 

6. Si un miembro del Comité, muere o renuncia o por cualquier otra causa no 

puede ya desempeñar sus funciones en el Comité, el Estado Parte que presentó 

su candidatura, designará entre sus nacionales a otro experto para que 

desempeñe sus funciones durante el resto de su mandato, a reserva de la 

aprobación de la mayoría de los Estados Partes. Se considerará otorgada dicha 

aprobación, a menos que la mitad o más de los Estados Partes respondan 

negativamente dentro de un plazo de seis semanas a contar del momento en 

que el Secretario General de las Naciones Unidas les comunique la candidatura 

propuesta.  

7. Los Estados Partes, sufragarán los gastos de los miembros del Comité, 

mientras éstos desempeñen sus funciones. 

Artículo 18 

1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de la 

Mesa podrán ser reelegidos.  

2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, entre 

otras cosas, que:  

a) Seis miembros constituirán quórum;  

b) Las decisiones del Comité, se tomarán por mayoría de votos de los miembros 

presentes.  

3. El Secretario General de las Naciones Unidas, proporcionará el personal y los 

servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité, en 
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virtud de la presente Convención.  

4. El Secretario General de las Naciones Unidas, convocará la primera reunión 

del Comité. Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las 

ocasiones que se prevean en su reglamento. 

5. Los Estados Partes, serán responsables de los gastos que se efectúen en 

relación con la celebración de reuniones de los Estados Partes y del Comité, 

incluyendo el reembolso a las Naciones Unidas, de cualesquiera gastos, tales 

como los de personal y los de servicios, que hagan las Naciones Unidas, 

conforme al párrafo 3 del presente artículo. 

Artículo 19 

1. Los Estados Partes, presentarán al Comité, por conducto del Secretario 

General de las Naciones Unidas, los informes relativos a las medidas que hayan 

adoptado, para dar efectividad a los compromisos que han contraído, en virtud 

de la presente Convención, dentro del plazo del año siguiente a la entrada en 

vigor de la Convención, en lo que respecta al Estado Parte interesado. A partir 

de entonces, los Estados Partes presentarán informes suplementarios cada 

cuatro años, sobre cualquier nueva disposición que se haya adoptado, así como 

los demás informes que solicite el Comité.  

2. El Secretario General de las Naciones Unidas, transmitirá los informes a todos 

los Estados Partes.  

 

3. Todo informe será examinado por el Comité, el cual podrá hacer los 

comentarios generales que considere oportunos y los transmitirá al Estado Parte 

interesado. El Estado Parte, podrá responder al Comité con las observaciones 

que desee formular.  

4. El Comité podrá, a su discreción, tomar la decisión de incluir cualquier 

comentario que haya formulado, de conformidad con el párrafo 3 del presente 

artículo, junto con las observaciones al respecto, recibidas del Estado Parte 

interesado, en su informe anual presentado de conformidad con el artículo 24. Si 

lo solicitara el Estado Parte interesado, el Comité podrá también incluir copia del 

informe presentado en virtud del párrafo 1 del presente artículo. 
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Artículo 20 

1. El Comité, si recibe información fiable, que a su juicio parezca indicar de 

forma fundamentada, que se practica sistemáticamente la tortura en el territorio 

de un Estado Parte, invitará a ese Estado Parte a cooperar en el examen de la 

información y a tal fin presentar observaciones con respecto a la información de 

que se trate. 

2. Teniendo en cuenta todas las observaciones que haya presentado el Estado 

Parte de que se trate, así como cualquier otra información pertinente de que 

disponga, el Comité podrá, si decide que ello está justificado, designar a uno o 

varios de sus miembros para que procedan a una investigación confidencial e 

informen urgentemente al Comité. 

3. Si se hace una investigación conforme al párrafo 2 del presente artículo, el 

Comité recabará la cooperación del Estado Parte de que se trate, de acuerdo 

con ese Estado Parte, tal investigación podrá incluir una visita a su territorio. 

4. Después de examinar las conclusiones, presentadas por el miembro o 

miembros conforme al párrafo 2 del presente artículo, el Comité transmitirá las 

conclusiones al Estado Parte de que se trate, junto con las observaciones o 

sugerencias que estime pertinentes en vista de la situación. 

 

5. Todas las actuaciones del Comité, a las que se hace referencia en los 

párrafos 1 a 4 del presente artículo, serán confidenciales y se recabará la 

cooperación del Estado Parte, en todas las etapas de las actuaciones. Cuando 

se hayan concluido actuaciones relacionadas con una investigación, hecha 

conforme al párrafo 2, el Comité podrá, tras celebrar consultas con el Estado 

Parte interesado, tomar la decisión de incluir un resumen de los resultados de la 

investigación en el informe anual que presente conforme al artículo 24. 

Artículo 21 

1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en la presente Convención 

podrá declarar en cualquier momento, que reconoce la competencia del Comité, 

para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que 
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otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone la Convención. 

Dichas comunicaciones, sólo se podrán admitir y examinar conforme al 

procedimiento establecido en este artículo, si son presentadas por un Estado 

Parte que haya hecho una declaración, por la cual reconozca con respecto a sí 

mismo, la competencia del Comité. El Comité no tramitará de conformidad con 

este artículo, ninguna comunicación relativa a un Estado Parte, que no haya 

hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud del presente 

artículo, se tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente: 

a) Si un Estado Parte, considera que otro Estado Parte no cumple las 

disposiciones de la presente Convención, podrá señalar el asunto a la atención 

de dicho Estado, mediante una comunicación escrita. Dentro de un plazo de tres 

meses, contado desde la fecha de recibo de la comunicación, el Estado 

destinatario proporcionará al Estado que haya enviado la comunicación una 

explicación o cualquier otra declaración por escrito que aclare el asunto, la cual 

hará referencia, hasta donde sea posible y pertinente, a los procedimientos 

nacionales y a los recursos adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al 

respecto; 

b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes 

interesados, en un plazo de seis meses, contado desde la fecha en que el 

Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, cualquiera de ambos 

Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, mediante 

notificación dirigida al Comité y al otro Estado; 

c) El Comité conocerá de todo asunto, que se le someta en virtud del presente 

artículo, después de haberse cerciorado de que se ha interpuesto y agotado en 

tal asunto, todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda 

disponer, de conformidad con los principios del derecho internacional 

generalmente admitidos. No se aplicará esta regla, cuando la tramitación de los 

mencionados recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que 

mejore realmente la situación de la persona que sea víctima de la violación de la 

presente Convención; 

d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada, cuando examine las 
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comunicaciones previstas en el presente artículo; 

e) A reserva de las disposiciones del apartado c, el Comité pondrá sus buenos 

oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de llegar a una 

solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de las obligaciones 

establecidas en la presente Convención. A tal efecto, el Comité podrá designar, 

cuando proceda, una comisión especial de conciliación;  

f) En todo asunto que se le someta en virtud del presente artículo, el Comité 

podrá pedir a los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el 

apartado b que faciliten cualquier información pertinente;  

g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el apartado b, 

tendrán derecho a estar representados cuando el asunto se examine en el 

Comité y a presentar exposiciones verbalmente o por escrito, o de ambas 

maneras;  

h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes, a la fecha de recibo de la 

notificación mencionada en el apartado b, presentará un informe en el cual:  

i) Si se ha llegado a una solución con arreglo, a lo dispuesto en el apartado e, se 

limitará a una breve exposición de los hechos y de la solución alcanzada;  

II) Si no se ha llegado a ninguna solución, con arreglo a lo dispuesto en el 

apartado e, se limitará a una breve exposición de los hechos y agregará las 

exposiciones escritas y las actas de las exposiciones verbales que hayan hecho 

los Estados Partes interesados.  

En cada asunto, se enviará el informe a los Estados Partes interesados.  

2. Las disposiciones del presente artículo, entrarán en vigor cuando cinco 

Estados Partes en la presente Convención, hayan hecho las declaraciones a que 

se hace referencia en el apartado 1 de este artículo. Tales declaraciones, serán 

depositadas por los Estados Partes, en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados 

Partes. Toda declaración, podrá retirarse en cualquier momento mediante 

notificación dirigida al Secretario General. Tal retiro no será obstáculo, para que 

se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida 

en virtud de este artículo; no se admitirá en virtud de este artículo, ninguna 



 97 

nueva comunicación de un Estado Parte, una vez que el Secretario General 

haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a menos que el Estado 

Parte interesado haya hecho una nueva declaración. 

Artículo 22 

1. Todo Estado Parte, en la presente Convención podrá declarar en cualquier 

momento, de conformidad con el presente artículo, que reconoce la competencia 

del Comité, para recibir y examinar las comunicaciones enviadas por personas 

sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, que aleguen ser víctimas de una 

violación, por un Estado Parte de las disposiciones de la Convención. El Comité 

no admitirá ninguna comunicación, relativa a un Estado Parte que no haya hecho 

esa declaración.  

2. El Comité considerará inadmisible, toda comunicación recibida de 

conformidad con el presente artículo que sea anónima, o que, a su juicio, 

constituya un abuso del derecho, de presentar dichas comunicaciones, o que 

sea incompatible con las disposiciones de la presente Convención.  

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2, el Comité señalará las 

comunicaciones que se le presenten, de conformidad con este artículo a la 

atención del Estado Parte en la presente Convención, que haya hecho una 

declaración conforme al párrafo 1 y respecto del cual se alegue que ha violado 

cualquier disposición de la Convención. Dentro de un plazo de seis meses, el 

Estado destinatario proporcionará al Comité explicaciones o declaraciones por 

escrito, que aclaren el asunto y expongan, en su caso, la medida correcta que 

ese Estado haya adoptado.  

4. El Comité examinará las comunicaciones recibidas, de conformidad con el 

presente artículo, a la luz de toda la información puesta a su disposición por la 

persona de que se trate, o en su nombre, y por el Estado Parte interesado.  

5. El Comité no examinará ninguna comunicación de una persona, presentada 

de conformidad con este artículo, a menos que se haya cerciorado de que:  

a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada según otro 

procedimiento de investigación o solución internacional;  

b) La persona ha agotado todos los recursos de la jurisdicción interna de que se 
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pueda disponer; no se aplicará esta regla cuando la tramitación de los 

mencionados recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que 

mejore realmente la situación de la persona que sea víctima de la violación de la 

presente Convención.  

6. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada, cuando examine las 

comunicaciones previstas en el presente artículo.  

7. El Comité comunicará su parecer al Estado Parte interesado y a la persona de 

que se trate.  

8. Las disposiciones del presente artículo, entrarán en vigor cuando cinco 

Estados Partes en la presente Convención, hayan hecho las declaraciones a que 

se hace referencia en el párrafo 1 de este artículo. Tales declaraciones, serán 

depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados 

Partes. Toda declaración, podrá retirarse en cualquier momento mediante 

notificación dirigida al Secretario General. Tal retiro no será obstáculo, para que 

se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya 

transmitida, en virtud de este artículo; no se admitirá en virtud de este artículo, 

ninguna nueva comunicación de una persona, o hecha en su nombre, una vez 

que el Secretario General haya recibido la notificación de retiro de la declaración, 

a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración. 

Artículo 23 

Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de 

conciliación designados conforme al apartado e del párrafo 1 del artículo 21, 

tendrán derecho a las facilidades, privilegios e inmunidades que se conceden a 

los expertos, que desempeñan misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a 

lo dispuesto en las secciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas 

e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

Artículo 24 

El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud de la 

presente Convención a los Estados Partes y a la Asamblea General de las 

Naciones Unidas. 
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Parte III 

Artículo 25 

1. La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados.  

2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 

ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 

Unidas. 

Artículo 26 

La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La 

adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en 

poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 27 

1. La presente Convención, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 

en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de 

adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella 

después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de 

adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 

que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 28 

1. Todo Estado podrá declarar, en el momento de la firma o ratificación de la 

presente Convención o de la adhesión a ella, que no reconoce la competencia 

del Comité según se establece en el artículo 20.  

2. Todo Estado Parte, que haya formulado una reserva de conformidad con el 

párrafo 1 del presente artículo, podrá dejar sin efecto esta reserva en cualquier 

momento, mediante notificación al Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 29 

1. Todo Estado Parte en la presente Convención, podrá proponer una enmienda 

y depositarla en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 

Secretario General de las Naciones Unidas comunicará la enmienda propuesta, 

a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque 

una conferencia de Estados Partes, con el fin de examinar la propuesta y 
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someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa 

notificación, un tercio al menos de los Estados Partes, se declara a favor de tal 

convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia con los auspicios 

de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados 

Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario 

General a todos los Estados Partes para su aceptación.  

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente 

artículo, entrará en vigor cuando dos tercios de los Estados Partes en la 

presente Convención, hayan notificado al Secretario General de las Naciones 

Unidas que la han aceptado de conformidad con sus respectivos procedimientos 

constitucionales.  

3. Cuando las enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados 

Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán 

obligados por las disposiciones de la presente Convención y por las enmiendas 

anteriores que hayan aceptado. 

 

Artículo 30 

1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes, con respecto a 

la interpretación o aplicación de la presente Convención, que no puedan 

solucionarse mediante negociaciones, se someterán a arbitraje, a petición de 

uno de ellos. Si en el plazo de seis meses, contados a partir de la fecha de 

presentación de la solicitud de arbitraje, las Partes no consiguen ponerse de 

acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las Partes podrá someter la 

controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud 

presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.  

 

2. Todo Estado, en el momento de la firma o ratificación de la presente 

Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera 

obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no 

estarán obligados por dicho párrafo ante ningún Estado Parte que haya 

formulado dicha reserva.  
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3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del 

presente artículo, podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al 

Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 31 

1. Todo Estado Parte, podrá denunciar la presente Convención mediante 

notificación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas. La 

denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya 

sido recibida por el Secretario General.  

2. Dicha denuncia, no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le impone 

la presente Convención, con respecto a toda acción u omisión ocurrida antes de 

la fecha en que haya surtido efecto la denuncia, ni la denuncia entrañará 

tampoco la suspensión del examen de cualquier asunto, que el Comité haya 

empezado a examinar antes de la fecha en que surta efecto la denuncia.  

3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia de un Estado Parte, el 

Comité no iniciará el examen de ningún nuevo asunto referente a ese Estado. 

 

Artículo 32 

El Secretario General de las Naciones Unidas, comunicará a todos los Estados 

Miembros de las Naciones Unidas y a todos los Estados que hayan firmado la 

presente Convención o se hayan adherido a ella:  

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones con arreglo a los artículos 25 y 26;  

b) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con arreglo al artículo 

27, y la fecha de entrada en vigor de las enmiendas con arreglo al artículo 29;  

c) Las denuncias con arreglo al artículo 31. 

Artículo 33 

1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 

inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario 

General de las Naciones Unidas.  

2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certificadas de la 

presente Convención a todos los Estados. 
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3.9. LEGISLACION NACIONAL SOBRE LA MATERIA  

 

3.9.1.  CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO. 

 
SECCION IX 

DERECHOS DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD 

 

Articulo 73. I. Toda persona sometida a cualquier forma de privación de libertad, será 

tratada con el debido respeto a la dignidad humana. 

 

II. Todas las personas privadas de libertad, tienen derecho a comunicarse libremente 

con su defensor, interprete, familiares y personas allegadas. Se prohíbe la 

incomunicación. Toda limitación a la comunicación solo podrá tener lugar en el marco 

de investigaciones por comisión de delitos y durara el tiempo máximo de veinticuatro 

horas. 

 

Articulo 74. I. Es responsabilidad del Estado la reincersion social de las personas 

privadas de libertad, velar por el respeto de sus derechos, y su retención y custodia en 

un ambiente adecuado, de acuerdo a la clasificación, naturaleza y gravedad del delito, 

así como la edad y el sexo de las personas retenidas. 

 

II. las personas privadas de libertad tendrán la oportunidad de trabajar y estudiar en los 

centros penitenciarios. 

 

3.9.2.   CODIGO PENAL  

 

Artículo 25.- (La sancion). La sanción, comprende las penas y medidas de seguridad.   

Tiene como fines la enmienda  y readaptación social del delincuente,  así como el  

cumplimiento de las funciones preventivas  en general  y especial.  
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Articulo 26.- (enumeración) Son penas principales: 1) Presidio 2) Reclusión 3)  

Prestación de Trabajo 4) Días  Multa.  

Es pena  accesoria la  Inhabilitación Especial 

 

3.9.3.   CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 

 

Articulo 55.- (Jueces de ejecución Penal) Los jueces de ejecución penal, además de las 

atribuciones contenidas en la ley de Organización Judicial y en  la Ley de ejecución 

penal y Supervisión, tendrán a su cargo.  

 

4. El control de la ejecución de sentencia y de las condiciones impuestas en la 

suspensión condicional del proceso, control de la  suspensión condicional de la 

pena y del control del respeto de los derechos de los condenados.  

5. La sustanciación y resolución de la libertad condicional y de todos los incidentes 

que se produjeran durante la etapa de ejecución. 

6. La revisión de  todas la sanciones impuestas durante la ejecución de la condena 

que inequivocadamente resultaran  contrarias a las finalidades de la enmienda  y 

readaptación de los condenados.  

 

Articulo 429.- (Derechos)   el condenado durante la ejecución de la condena  tendrá los 

derechos y garantias  que le otorgan la Constitución, las Convenciones, Tratados 

Internacionales vigentes y las leyes. A este efecto, plantearan ante el Juez de ejecución 

penal, las peticiones que estime  convenientes.  

 

Articulo 430.- (Ejecución)  Ejecutoriada la sentencia condenatoria, se remitirán copias 

autenticas, de las mismas al juez de ejecución penal para  que proceda según este 

Código. Si el condenado se halla en libertad, se ordenará su captura.  
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El Juez o Presidente del Tribunal ordenará la realización de todas las medidas 

necesarias para cumplir los efectos accesorios de la sentencia.  

3.9.4.  LEY DE EJECUCIÓN  PENAL Y SUPERVISIÓN  

 

ARTICULO 65°.- (Personal Penitenciario).- 

El personal técnico y administrativo de los establecimientos penitenciarios, será 

cuidadosamente seleccionado, capacitado y especializado, conforme a los requisitos y 

exigencias que se establezcan en el Reglamento.  

El personal penitenciario, será designado por el Director Departamental, salvo lo 

establecido por esta Ley.  

Para su designación, se tomarán en cuenta fundamentalmente la vocación, aptitudes, 

preparación académica y antecedentes personales.  

A tal efecto, se someterá a los postulantes a un examen médico, psicológico y social, 

que demuestren sus aptitudes para desempeñar la función.  

 

ARTÍCULO 66°.- (Actualización).- 

El personal penitenciario, estará obligado a aprobar los exámenes de selección y seguir 

los cursos de formación y de actualización que se establezcan.  

ARTICULO 67°.- (Personal de Seguridad Interior).- 

La seguridad interior se ejercerá por funcionarios especializados de la Policía Nacional, 

designados conforme a su Ley orgánica. Funcionalmente, dependerán del Director del 

establecimiento. Prestará sus servicios en los patios y pabellones del establecimiento.  

La seguridad interior de los centros penitenciarios de mujeres, se ejercerá 

exclusivamente por personal femenino.  

 

ARTÍCULO 68°.- (Funciones).- 

El personal de seguridad interior tendrá las siguientes funciones:  

 

1. Asegurar el efectivo cumplimiento del régimen disciplinario y el mantenimiento del 

orden interno;  
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2. Resguardar la dignidad e integridad personales de los internos y su pacífica 

convivencia; e,  

3. Impedir el ingreso de personas portando armas de cualquier naturaleza, salvo que se 

trate del personal de seguridad exterior, debidamente autorizado.  

 

ARTICULO 69°.- (Empleo de la Fuerza Física).- 

El personal de seguridad interior, no podrá portar armas y únicamente empleará la 

fuerza física indispensable, siempre que el orden y la obediencia no puedan ser 

logrados por otros medios. El empleo de la fuerza física, podrá extenderse contra 

terceros, cuando traten de liberar a un interno, ingresen o permanezcan en el 

establecimiento, sin autorización previa o de cualquier manera alteren el orden 

disciplinario.  

Antes del empleo de la fuerza física, deberá advertirse sobre el uso de la misma.  

 

ARTICULO 70°.- (Deberes Especiales).- 

El personal de seguridad interior de los establecimientos penitenciarios, tiene los 

siguientes deberes:  

 

1. Observar conducta responsable y digna;  

2. Conocer esta Ley, sus Reglamentos y observar su estricto cumplimiento;  

3. Cooperar con la Dirección en la resocialización de los condenados, emitiendo los 

informes pertinentes;  

4. Vigilar o custodiar constantemente a los internos;  

5. Requisar y revisar cuidadosamente a los internos y a las visitas conforme al 

Reglamento;  

6. Participar en los entrenamientos ordinarios y especiales que se programen para la 

defensa, orden y seguridad;  

7. Asistir a los cursos de capacitación programados;  

8. Ejercer sus funciones específicas y reglamentarias en forma compatible y 

proporcional en tiempo y trato, sin afectar al interno más allá de lo necesario;  

9. No permitir fiestas privadas en los establecimientos penitenciarios;  
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10. No permitir el consumo de bebidas alcohólicas ni estupefacientes;  

11. Aprobar una evaluación anual.  

12. Otros que establezca el Reglamento.  

 

ARTICULO 71°.- (Seguridad Exterior).- 

La seguridad exterior se ejercerá por funcionarios especializados de la Policía 

Nacional, designados conforme a su ley orgánica. Funcionalmente dependerán del 

Director del establecimiento.  

 

ARTÍCULO 72°.- (Funciones).- 

El personal de seguridad exterior tiene las siguientes funciones:  

 

1. Vigilar y controlar las zonas externas contiguas al perímetro del establecimiento 

penitenciario;  

2. Prevenir y evitar la evasión de los internos;  

3. Mantener o restablecer la seguridad interior del establecimiento, cuando sea 

requerido por el Director o quien esté a cargo del mismo;  

4. Custodiar a los internos en sus salidas a tribunales, así como a otras actividades 

debidamente autorizadas; y,  

5. Otras establecidas por el Reglamento.  

 

ARTICULO 73°.- (Uso de Fuerza Física o de Armas).- 

El personal de seguridad exterior, sólo empleará la fuerza física cuando sea 

indispensable para el cumplimiento de sus funciones.  

 

El personal de seguridad exterior, únicamente podrá usar armas de fuego para prevenir 

o evitar evasiones y para proteger la vida e integridad del personal penitenciario o de 

los internos, siempre que no existan otros medios menos lesivos para prevenir o 

conjurar el peligro.  

El uso de armas de fuego, será precedido de las advertencias necesarias y de no ser 

obedecidas, los disparos serán efectuados al aire.  
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Únicamente si persiste la desobediencia y la gravedad del caso lo justifica, se podrá 

disparar a los involucrados, evitando en lo posible lesionar sus partes vitales.  

 

ARTÍCULO 74°.- (Prohibiciones).- 

El personal penitenciario así como el personal de seguridad interior y exterior, están 

prohibidos de:  

 

1. Realizar cobros, aceptar invitaciones, dádivas, préstamos o efectuar negocios con 

los internos, familiares o amigos del interno;  

2. Infligir torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes al interno;  

3. Emplear violencia física o moral a los internos o sus familiares, salvo lo dispuesto en 

el artículo 69º;  

4. Permitir el ingreso de armas de todo tipo e introducir o permitir el ingreso de bebidas 

alcohólicas, sustancias controladas y demás objetos prohibidos por el reglamento 

interno;  

5. Abandonar o delegar sus funciones;  

6. Permitir el ingreso o salida de internos o terceros, sin estar autorizado para ello;  

7. Suministrar información a los medios de comunicación social;  

8. Hacer proselitismo político, partidario, religioso o de cualquier otra naturaleza;  

9. Conceder privilegios u otorgar tratos desiguales a los internos;  

10. Consumir bebidas alcohólicas en servicio;  

11. Entablar relaciones íntimas o amorosas con los internos;  

12. Abusar de su autoridad;  

13. Emplear la fuerza física más allá de los límites indispensables; y,  

14. Tomar conocimiento del contenido del buzón de quejas con la intención de 

perjudicar a los internos o impedir de alguna manera que su contenido llegue a 

conocimiento del Juez de Ejecución Penal.  

15. Las demás prohibiciones establecidas en Reglamento.  

 

La infracción de cualquiera de estas prohibiciones, dará lugar a la destitución del 

funcionario infractor. Tratándose de personal de la Policía Nacional, la infracción de 
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cualquiera de estas prohibiciones, será sancionada conforme a su Reglamento 

disciplinario.  

 

3.9.5. REGLAMENTO DE EJECUCIÓN DE PENAS PRIVATIVAS DE 

LIBERTAD 

 

En el Reglamento de Ejecución de Penas Privativas de Libertad, no existen reglas que 

contengan  normas sobre el personal penitenciario en general y menos sobre el 

personal policial asignado a la seguridad de los establecimientos penitenciarios, por lo 

que se detecta vacíos en este reglamento al respecto, pues era recomendable que se 

aclaren y amplíen algunos aspectos que no quedan muy claros en la Ley de Ejecución 

Penal y Supervisión, referidos a los mecanismos que se deben utilizar para 

actualización del Personal penitenciario y la forma de recibir los exámenes de selección 

y los cursos de formación, pues no señalan las autoridades encagadas de recibir estos 

examenes y de efecuar la correspondiente selección, tampoco se define en que deben 

consistir los cursos de formación y actualizacion y quienes deberán impartirlos, ni los 

temas y las materias que deben incluir. 

 

Por eso consideramos necesario que en este Reglamento se puntualicen estos 

aspectos, que redundaran en una efectiva selección de actualizacion del personal 

penitenciario, incluido el personal policial asignado a la seguridad interior y exterior de 

los establecimientos penitenciarios . 

 

3.9.6. LEY ORGANICA DE LA POLICÍA BOLIVIANA 

 

 El articulo 7mo de la Ley Orgánica de la Policía Boliviana, promulgada el 8 de abril de 

1985 y modificada por Ley Nº 1678, de fecha 15 de diciembre de 1995, señala que son 

atribuciones de la Policía Nacional las siguientes: p) Tener a su cargo el resguardo y 

seguridad, tanto de los establecimientos penitenciarios como de la población penal y 

participar en la rehabilitación de los mismos. 
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Este artículo en su inciso p) señala con claridad que el personal penitenciario asignado 

a la seguridad interior y exterior de los establecimientos carcelarios, deberá ser 

integrado por miembros de la Policía Nacional, quienes además de desempeñar estas 

delicadas funciones deberán participar en la rehabilitación de los privados de libertad. 

Asimismo tendrán a su cargo el resguardo de la población penal, por lo que es 

importante que sean capacitados en Derechos Humanos para poder cumplir a 

cabalidad este mandato de la Ley Orgánica de la Policía Boliviana. 

 

Igualmente la Nueva  Ley Orgánica de la Policía Boliviana, Ley Nº 734, actualizada en 

abril de 2011, repite este articulo e inciso, por lo que ratifica que la policía tiene a su 

cargo el resguardo y seguridad, tanto de los establecimientos penitenciarios como de la 

población penal, así como participar en la rehabilitación de los privados de libertad. 

 

Además la citada Ley Nº 734 en su articulo 42 señala que las Unidades de Orden y 

Seguridad son los organismos operativos responsables del desempeño de las 

funciones fundamentales de prevención y auxilio, a través de los servicios de patrullaje, 

bomberos, seguridad física, seguridad penitenciaria, ferroviaria, turismo, mineria, 

petrolera, forestal, vida silvestre y otros. 

 

Este articulo hace ver claramente que no existe un organismo operativo especifico para 

seguridad penitenciaria y que son los mismo policías encargados de diferentes 

responsabilidades, lo que no es idóneo, pues el personal asignado a la seguridad 

penitenciaria, debe ser especializado y no policías Polivalentes o sea destinados a los 

Organismos Operativos Comunes, que son nombrados por la orden de destinos y se 

cambian continuamente, lo que no es aconsejable para la función que debe 

desempeñar en las prisiones, pues con estos cambios no existe especialización y no se 

conserva la experiencia, lo que es muy necesario en este delicado trabajo de seguridad 

carcelaria. 

 

La Nueva  Ley Nº 734, sobre el uso de armas, en su capitulo III, articulo 56 al 58, 

señala lo siguiente: 
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CAPITULO III 

USO DE ARMAS 

Articulo 56.- EL empleo de armas por parte de la Policía, debe ser motivado por la 

exigencia del cumplimiento de la Ley luego de haberse agotado todos los medios 

disponibles y realizadas las persuasiones y previsiones reglamentarias. 

Articulo 57.-  Cuando existan victimas fatales por efecto del uso de armas, se debe 

levantar el proceso corres-pondiente a fin de establecer las responsabilidades del caso. 

Articulo 58.- El uso indebido de las armas dará lugar al proceso administrativo 

pertinente, y al juicio penal a que diera lugar el caso.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 111 

CAPITULO IV 

MARCO PRÁCTICO 

 

4.1 VACIOS Y DEFICIENCIAS ACTUALMENTE EXISTENTES CON 

RELACIÓN AL RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS. 

 

Sobre la violación a los Derechos Humanos de los reclusos, se han elaborado 

estadísticas por parte de la Asamblea permanente de Derechos Humanos de Bolivia y 

el Defensor del Pueblo, que demuestran que luego de la implementación del Nuevo 

Código de Procedimiento Penal, estas violaciones han disminuido.  

 

Sin embargo es de conocimiento general, que todavía existen algunas formas de 

tortura y trato cruel inhumano y degradante a los reclusos. Además, existe mucha 

discriminación, racial y económica, que se refleja en la existencia de celdas de primera, 

segunda, tercera y hasta cuarta clase o categoría.  

 

También, las privaciones e incomodidades que sufren la mayor parte de los internos, 

constituyen también violaciones a los Derechos Humanos, ya que algunos pabellones 

en la mayoría de las penitenciarias del país gozan de servicios básicos, mientras que 

otros no.  

 

Otro problema álgido es el de los niños en las cárceles, que también es una forma de 

atentar contra los Derechos Humanos.  

 

Finalmente,  también constituye una violación a los Derechos Humanos que existan 

internos con enfermedades terminales, como cáncer, sífilis, VIH – SIDA, tuberculosis y 

otras, conviviendo en las penitenciarias. 
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4.2   LA VICTIMIZACIÓN TERCIARIA EN LA PENITENCIARIA DE SAN 

PEDRO DE LA PAZ. 

 

 La victimización terciaria,  consiste en que la administración de justicia maltrata o hace 

sufrir mediante torturas y trato cruel inhumano y degradante a los privados de libertad. 

 

La administración de justicia, según expresa Rodríguez Manzanera en su obre 

Victimologia:” puede en ocasiones ser tan severa, que su excesiva dureza, convierte al 

victimario en victima. En este importante punto, agreguemos que es común que, 

aunque la pena  impuesta por el juez sea justa, los órganos encargados de la ejecución 

de la pena victimicen al sentenciado, por la carencia de instituciones adecuadas, de 

personal preparado y de medios en general. Debemos recordar la frase de Quiroz 

Cuaron: pena sin tratamiento no es justicia, es venganza”. 

 

La violación explicita de la ley, se celebra como ritual ancestral en nuestro país, cuando 

se alude a la tutela de las cárceles. Las cárceles no son, ni sanas ni limpias. Son si 

pocilgas infectas, lóbregas, que se delatan por su sola arquitectura vieja y laberíntica. 

Restos de un sistema cloacal – así llamado por Ruiz Funes y Quiroz Cuaron – para 

señalar esos depósitos pestilentes de seres humanos. 

 

Nadie honradamente ignora que son y que implican las prisiones por dentro. Los 

reclusos son victimas de una ideología adjetiva por instituciones de segregación y 

encierro, que se han prolongado en el tiempo. A las agresiones sociales, se suman las 

continuas  agresiones del medio. La violencia física y moral a que están sometidos 

estos “hombres rotos”, como diría Ruiz Funes, solo refuerza el denominador común del 

odio y del resentimiento, generando mayor violencia. Esto se pone de manifiesto frente 

a una revuelta o motín en las cárceles. Hay un especial y sobreentendido conciliábulo 

entre los encargados de explicar y los encargados de juzgar. Todo termina en un vasto 

silencio. 
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4.3. CRITERIO DE TRATADISTAS, JURISTAS Y AUTORIDADES 

JUDICIALES EN EL ÁMBITO NACIONAL. 

 

En el ámbito nacional, tenemos la autorizada opinión de los Doctores Tomás Molina 

Céspedes  y Ramiro Llanos Moscoso que fueron directores generales de Régimen 

Penitenciario y del Doctor Carlos Flores Aloras  que escribió un libro sobre la materia 

de Derecho Penitenciario 

 

El Dr. Tomas Molina Céspedes, señala en su obra realidad carcelaria que: “Las 

cárceles como albergues de ocio, mugre, promiscuidad, hambre y violación a los 

derechos humanos son un martirio para el cuerpo y para el alma del preso y una 

afrenta para toda la sociedad. 

 

 La indiferencia social debe terminar para un condenado, cualquier condenado, el peor 

de los condenados es parte de la humanidad: su padecimiento es nuestro padecimiento 

y su humillación es nuestra humillación. Maltratando a los condenados nos 

maltratamos, rebajando a los presos nos rebajamos. Rehabilitarlos, darles una 

oportunidad de trabajo, de estudio, no solo es tarea de gobiernos sino de todos”. 

 

Por su parte el Dr. Ramiro Llanos Moscoso en un informe sobre el diagnostico de las 

cárceles bolivianas, titulado Situación de las Cárceles en Bolivia, señala lo siguiente es 

recomendable formar, capacitar  y actualizar al funcionario penitenciario, especialmente 

al personal policial asignado a la seguridad de los establecimientos penitenciarios”. 

 

En el prologo de esta obra, también señala lo siguiente: “La formación del personal, 

debe  lograr una conciencia para que la rehabilitación esté  integrada a la comunidad 

jurídica, que todos entiendan que si se tiene un equipo profesional y técnico, las 

personas que circunstancialmente están en las cárceles, retornaran a la comunidad con 

la visión de contribuir y no afectar”. 
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Al finalizar el prologo de la obra mencionada también señala: “otros aspectos 

importantes que debemos mencionar y con los que conincidimos está en el 

mejoramiento salarial para los policias asignados a la seguridad interior  y exterior de 

los establecimientos penitenciarios, el formar una carrera penitenciaria y su 

institucionalización, el aperturar las cárceles a los medios de comunicación el mejorar 

el presupuesto penitenciario  y hacer respetar los derechos humanos de los internos de 

manera transparente, el formar al personal policial asignado a los seguridad 

penitenciaria y el tener permanentemente capacitación para estos funcionarios, los 

funcionarios administrativos y profesionales penitenciarios” 

 

En la misma obra se incluyen las observaciones realizadas por la Asociación 

Internacional de Juristas INTER IURIS, con el financiamiento economico de la 

Excelentísima Diputación de Huelva, España, el apoyo técnico de la Dirección General 

de Régimen Penitenciario de Bolivia y la colaboración de la Agencia Española de 

Cooperación Internacional, en cuyo apartado, 6.4 se refiere a la seguridad y la Policía 

señalando lo siguiente: “En Bolivia, Como en otros países de la región , asume las 

compentencias de vigilancia exterior e interior de los centros penitenciarios, la Policía 

Nacional (art. 49 de la Ley 2298).  

 

A nivel nacional, departamental y en los establecimientos existe una organización 

paralela a la civil con funciones de control y supervisión de seguridad. Aunque el 

legislador, en principio y a nivel nacional, les reserva competencias exclusivamente en 

el ámbito de la seguridad y del aseguramiento, a la postre son quienes ostentan mayor 

poder, debido a la relevancia que en todo el mundo de las prisiones, se le da a las 

cuestiones relativas a la seguridad. No solo por que las exigencias de seguridad, se 

terminan imponiendo a cualquier otra consideración, sin por que la seguridad está de 

tal manera presente en toda las cuestiones regimentales que son las autoridades 

policiales, las que asumen las competencias y las que ostentan mayor capacidad de 

decisión en relación con las cuestiones más relevantes. 
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Pero, debemos calificar el art. 58 de la Ley 2298, de autentica claudicación del poder 

civil frente al poder policial, ya que en su virtud el nombramiento de Director de un 

centro penitenciario ha de recaer necesariamente en un miembro de la Policía. De 

manera que el pretendido diseño nacional de dos poderes que confluyen: el civil 

dedicado a los cuestiones penitenciarias y el policial dedicado a los cuestiones de 

seguridad, cuando nos referimos a nivel de centros penitenciarios desaparece y se rige 

como máxima autoridad la Policía Nacional. 

 

Esta situación nos parece muy negativa para los intereses de los internos, quienes se 

ven forzados a vivir un estado de excepción permanente,en su contacto con el exterior 

y la autoridad a la  que deben dirigirse en las cuestiones más sobresalientes será 

siempre la  Policía. De esta forma, los centros penitenciarios se parecen más a un 

comisaría que aun establecimiento penitenciario en los que se deben desarrollar  

programas de reinserción social. La Policía ni sabe ni tiene por qué saber sobre estos 

otros aspectos.  

 

La necesidad de contar con la Policía Nacional en estas funciones, solo puede 

encontrar tres justificaciones, todas ellas flagrantemente institucionales la primera, la 

presunción de que algún interno, por el solo hecho de estar privado de libertad, es un 

sujeto sospechoso que debe permanecer policialmente vigilado. La segunda, que las 

fuerzas y cuerpos de seguridad del estado, son las únicas capaces de disuadir a la 

población reclusa frente a cualquier reivindicación,  para conseguir que en las cárceles 

se cumplan los requisitos mínimos que establece la ley.  

 

La tercera, que el unido programa resocializador que se asume por parte del Estado es 

aquel que trasmite la idea de la respuesta represiva, abandonándose, en cambio, otros 

aspectos mucho mas importantes como la capacitación profesional, la educación la 

cultura o el tratamiento socio – terapéutico. 

 

Por supuesto que la Administración Penitenciaria no hace ni siquiera un mínimo 

esfuerzo, para que los miembros de la Policía Nacional encargados de las cuestiones 
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penitenciarias, tengan un preparación especifica, especialmente sobre Derechos 

Humanos, que les transmita la idea general que sus funciones dentro de la prisión, 

nada tienen que ver con las que aprendieron en la Academia de Policías o la Escuela 

Básica Policial  para su capacitación profesional”.  

 

Por supuesto, no compartimos todo lo que señala este informe, pues la Policía tiene 

según el Art. 7 Num. P de la Ley Orgánica de la Policía Boliviana, la función de tener a 

su cargo el resguardo y seguridad, tanto de los establecimientos penitenciarios como 

de la población penal y participar en la rehabilitación de los mismos, sin embargo 

este informe es muy ilustrativo respecto a la capacitacion y  profesionalización que 

deben tener estos funcionarios policiales para habilitarse en el trabajo carcelario.  

 

Además en la Academia de Policías, la Escuela Básica Policial y actualmente en la 

Universidad Policial, se están enseñando los Derechos Humanos, que sin duda es muy 

útil para su formación profesional. Lo que si, es recomendable, es que en estos centros 

especiliazados de estudio también se enseñen materias relacionadas con los 

instrumentos internacionales y leyes, sobre las prisiones y el tratamiento de privados de 

libertad. Asimismo, se pueden tener especialidades policiales, que incluyan el trabajo 

en prisiones. 

 

Finalmente también el Dr. Carlos Flores Aloras en su libro “Derecho Penitenciario y Ley 

de Ejecución Penal y Supervisión” recomienda la especialización en mejor formación 

del personal policial asignado a la seguridad de los establecimientos penitenciarios. 
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PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN 

DEL PERSONAL POLICIAL 

 

ASIGNADO A LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS EN 

DERECHOS HUMANOS 

 

 

1. INTRODUCCIÓN   

 

La Comisión encargada del Anteproyecto de Ley, ha sido nombrada por el Presidente 

de la Comisión de Constitución Justicia y Policía Judicial de la Honorable Cámara de 

Diputados, de la Asamblea Legislativa Plurinacional, con el objeto de elaborar un 

Anteproyecto de Ley, reformatorio de la Ley de Ejecución Penal y Supervisión para la 

implementación de la Capacitación en Derechos Humanos del Personal Policial, 

asignado a la seguridad de los Establecimientos Penitenciarios,  para las cárceles  del 

país, que incorpore en dicho cuerpo legal, normas de Administración acordes con las 

Normas Mínimas de Tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas,  pues la Policía, 

tiene un delicado trabajo de resguardar  la seguridad interna y externa, ya que 

actualmente se ha podido comprobar la existencia de una alarmante corrupción policial, 

en lo referente al ingreso de sustancias controladas, el ingreso en días y horas no 

establecidas y el ingreso de prostitutas, alcohol e incluso turistas, además de flagrantes 

violaciones a los Derechos Humanos. 

 

En la investigación “Cárcel y Drogas, realizada por la Dirección General de Régimen 

Penitenciario, la OEA y el Centro Latinoamericano de Investigación Científica el año 

2007”, las estadísticas sobre mecanismos de ingreso de drogas a los recintos 

penitenciarios, según los privados de libertad, figura en la tabla Nº 55, que ingresa por 
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la puerta, mayormente mediante los policías, respuesta que afirman un 47%  de los 

encuestados. 

 

Todos estos problemas penitenciarios, también han sido de conocimiento público, por 

la acción de los medios de comunicación social, que ha provocado la censura general y 

que la Asamblea Legislativa Plurinacional, por medio de su Cámara de Diputados tome 

las acciones correspondientes, encomendando a la Comisión de Justicia y Policía 

Judicial, la redacción de un Proyecto de Ley que contemple reformas para capacitación 

del personal policial, encargados de las cárceles en Derechos Humanos y otras 

materias afines, para evitar estos hechos negativos, que desprestigian a la Institución 

del Orden, que también favorecerá la readaptación y enmienda de los privados de 

libertad, en cumplimiento de lo dispuesto por el Art. 25 del Código Penal. Todo lo cual 

justifica ampliamente, la elaboración del presente Proyecto de Ley.     

 

2. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 

Motivan el presente proyecto, motivaciones de orden legal, social, ético, moral, 

filosófico y de defensa de los Derechos Humanos. 

 

Entre los motivos de orden legal, se debe mencionar que el presente proyecto se 

inspira en las recomendaciones de las Naciones Unidas, para el tratamiento de 

reclusos, en los Arts. 73 y 74 de la Nueva Constitución Política del Estado, que 

prescribe los Derechos de las personas privadas de libertad, el Art. 25 del Código 

Penal que señala: que el fin de la pena es la enmienda y readaptación social de los 

privados de libertad y la Ley de Ejecución Penal y Supervisión y su Reglamento, que en 

sus principios y garantías reconoce el respeto a la dignidad, la preservación de imagen, 

la igualdad, la inviolabilidad de la defensa,  los Derechos de los privados de libertad, la 

progresividad, la participación ciudadana, la participación de los internos, el no 

hacinamiento y la gratuidad de los servicios de la Administración Penitenciaria y de 
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Supervisión, que no permite grabar a los internos con tasas y contribuciones distintas a 

las establecidas por la Ley. 

 

Entre los motivos de orden social, se encuentra el tratamiento que se debe impartir a 

los internos para su reincersion social, que debe ser realizado por personal idóneo y 

especializado, que cumpla los requisitos de moralidad y eficacia funcionaria y que 

sobre todo otorgue la cooperación necesaria, a las instituciones y otros grupos de 

participación ciudadana, que trabajan al interior de los recintos penitenciarios, haciendo 

de estos verdaderos lugares de rehabilitación, revirtiendo el actual sistema de 

corrupción, vagancia, violencia, alcoholismo y drogadicción existentes.  

 

Entre los motivos de orden ético y moral, se busca la formación de personal, altamente 

capacitado que cumpla los requisitos contenidos en los Arts. 65 y 66 de la Ley de 

Ejecución Penal y Supervisión, para que no incurran en las prohibiciones señaladas por 

el Art. 74 del mismo cuerpo Legal, priorizando su capacitación en Derechos Humanos. 

 

Asímismo, motivan a la comisión principios de orden filosófico, como es la ayuda que el 

Estado y la sociedad deben prestar a los privados de libertad, que son personas que 

sufren intensamente por su internamiento y tienen problemas de orden personal 

familiar y otros, que requieren el apoyo de personal especializado, que pueda brindar 

una orientación eficaz, para la solución de los múltiples problemas de los privados de 

libertad, pues se busca desterrar la violencia, la intolerancia y la venganza, ya que la 

pena actualmente tiene la connotación de buscar la rehabilitación de los privados de 

libertad y no su sufrimiento. 

 

Por esta razón, también motiva el presente proyecto, la decidida defensa de los 

Derechos Humanos de los privados de libertad, para que nunca mas se vuelvan a 

repetir casos de “victimización terciaria”, que es la victimizacion de los privados de 

libertad por el Sistema Penitenciario, por medio de torturas y trato cruel inhumano y 

degradante, conductas prohibidas por el Convenio contra la tortura, ratificado por 

nuestro país y por la Nueva Constitución Política del Estado.     



 120 

3.  BASES DEL PROYECTO  

 

Dentro de las bases del proyecto, debemos considerar en primer lugar la Constitución 

Política del Estado, que en sus artículos 73 y 74 se refiere a los Derechos de las 

personas privadas de libertad. Que el Art. 74 de la citada Constitución Política del 

Estado, señala que es responsabilidad del Estado la Reinserción Social de las 

personas privadas de libertad, velando por el respeto de sus Derechos Humanos por lo 

que, su retención y custodia deberá ser en un ambiente adecuado, de acuerdo a la 

clasificación, naturaleza y gravedad del delito, así como la edad y el sexo de las 

personas retenidas 

 

Que así mismo, las personas Privadas de Libertad tendrán la oportunidad de trabajar y 

estudiar en los Centros Penitenciarios. 

 

También, se tomará como base, el respeto a los Derechos Humanos de los internos, 

que si bien han perdido el Derecho a la locomoción, mantienen sus demás Derecho y 

Garantías Constitucionales. 

   

Otra base sobre la que se asienta el Proyecto, es el Código de Ética de los encargados 

de hacer cumplir la Ley, ya que se deberá formar y capacitar al Personal Policial de los 

Centros Penitenciarios, para que mantengan los principios éticos y morales en el 

cumplimiento de su trabajo, creando un sistema de asensos y recompensas, que 

obligue a la contínua especialización de estos funcionarios policiales asignados a las  

prisiones. 

 

También, servirá de base para el proyecto, la misión que tiene el Estado de lograr la 

reinserción social de los privados de libertad, para lo cual debe proveer el  

presupuestos y recursos necesarios. 
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Finalmente, el proyecto se basa en la lucha contra la corrupción que ha emprendido el 

Gobierno del Presidente Evo Morales Ayma, juntamente a políticas públicas de 

mejoramiento y capacitación de los servidores públicos. 

 

4. TEXTO DEL PROYECTO 

 

ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL 

 

PROPUESTA DE CAPACITACIÓN EN DERECHOS HUMANOS DEL  

PERSONAL POLICIAL ASIGNADO A LA SEGURIDAD DE LOS 

ESTABLECIMIENTOS PENITENICARIOS 

 

VISTOS Y CONSIDERANDO: 

 

El alarmante, preocupante e incesante aumento de  denuncias relacionadas con la 

problemática de la violación a los derechos humanos, de los privados de libertad en 

nuestro país, situaciones estas, que deben ser enfrentadas en forma cotidiana y   por 

personal dependiente de la  Policía  y asumiendo en ello nuestra responsabilidad, de 

reconocer que el personal policial, carece de preparación especial  en derechos 

humanos,   para tratar las   diversas situaciones que se le plantean y de esta 

naturaleza, lo que provoca muchas veces, que estos efectivos policiales, ignoren en 

forma absoluta o no sepan actuar en la   emergencia y en la forma debida, por la falta 

de formación profesional de los   mismos, circunstancia esta, que no le debe ser 

reprochada al personal mencionado, si desde los organismos encargados y 

responsables, nada hacen para formarlos, por diversas razones. 

 

CONSIDERANDO: 

 

Que lo anterior provoca que, se plantee, una propuesta, para llevar a cabo en forma 

inmediata y por parte de profesionales idóneos de nuestro medio, de reconocida 
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experiencia en el tema, como cursos de capacitación de personal policial sobre 

derechos humanos  a favor de los privados de libertad. 

 

CONSIDERANDO: 

 

Que la propuesta, no solo surge, como una necesidad actual y real, sino por estar 

prevista  además en normas  constitucionales y los diferentes tratados y convenios 

sobre Derechos Humanos, como la Convención de las NN.UU., contra la tortura y todo 

trato cruel inhumano y degradante, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, EL Segundo Protocolo 

Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, las Reglas Mínimas 

de las NN.UU. Para el Tratamiento de Reclusos, el Conjunto de Principios para la 

Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Retención o 

Prisión y las Reglas de las NN.UU. para la Protección de los Menores Privados de 

Libertad. 

 

POR TANTO: 

 

Primero: 

 

Para el mejor desempeño de sus funciones, el personal policial que trate a menudo o 

de manera exclusiva con privados de libertad, recibirán instrucción y capacitación 

especiales de policía con  esa finalidad, pues existe la necesidad  de personal 

especializado y capacitado, para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la   

competencia profesional, necesaria a todo el personal que se ocupa de la seguridad 

de prisiones. 

 

 Se impartirá enseñanza profesional, cursos de capacitación, durante el servicio y 

cursos de repaso, y se  emplearan otros sistemas adecuados de instrucción. 
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Segundo: 

 

Se establece además  la   capacitación al personal de las distintas fuerzas en materia 

de  derechos humanos reconocidos. 

 

Tercero: 

 

Las fuerzas policiales que forman parte del sistema de seguridad interior y exterior de 

los establecimientos penitenciarios,  deberán incluir en sus  currículos, capacitación a 

su personal en materia de derechos humanos, reconocidos a los privados de libertad,   

para asegurar la exigibilidad de sus derechos frente a la intervención  institucional con 

los mismos. 

 

Cuarto: 

 

Las personas que se desempeñen en las fuerzas policiales, asignadas a la seguridad 

de los establecimientos penitenciarios, recibirán capacitación, para que en el 

cumplimiento de sus funciones, apliquen irrestrictamente las normas contenidas en la 

Constitución Política del Estado y Convenciones, Tratados, Reglas, Directrices y demás 

normas reconocidos por nuestro país, que componen el  conjunto  de Derechos 

Humanos que protegen 

 

Quinto: 

 

Respecto al area de aplicación: la capacitación especifica a la que se hace referencia, 

debe  aplicarse en todas las áreas de  su competencia, ó sea en la seguridad interior y 

exterior de los Establecimientos Penitenciarios. Además de la normativa mencionada, 

se deberá valorar la totalidad  de las normas contenidas en las directrices de las 

Naciones Unidas que brindan sustento a esta propuesta, para disponer el desarrollo del 

“curso de formación en psicología aplicada al personal policial de seguridad”. 
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Sexto: 

 

Además, es  altamente conveniente, para su pronta instrumentación, que la estructura 

orgánica de la administración penitenciaria y de supervisión coordine con el 

Comandante  de Policía,  para que destaque personal a su cargo, que actué  de nexo , 

coordinación y articulación con estas autoridades, que se deberán encargar de 

designar al o los profesionales,  que tendrán a su cargo, la capacitación del personal 

policial encargado de la seguridad de los establecimientos penitenciarios. 

 

Séptimo 

 

Nuestra realidad actual, nos demuestra el gran incremento de violaciones a los derecho 

humanos se constituye en  un factor de riesgo, para los privados de libertad. Los 

primeros que deben enfrentar este tipo de situaciones, son el personal policial asignado 

a los establecimientos penitenciarios que indefectiblemente deben estar preparados 

para  actuar en la emergencia y sin ejercer violencia desmedida y utilizar solamente  la 

fuerza necesaria, para reducir y/o  tranquilizar a los internos que lo requieran, con toda 

la responsabilidad, administrativa y penal que a estos agentes del orden les recae. 

 

Octavo: 

 

Ante estas difíciles situaciones, también se encuentran aquellos agentes de policía,  

que cumplen sus funciones o servicios, en el interior de las  dependencias 

Penitenciarías. Todo ello, torna absolutamente indispensable e imperiosa la necesidad 

de capacitar al  personal policial a cargo del cumplimiento de este tipo de funciones, no  

solo existe la necesidad, existe la obligación del estado de así hacerlo, además de 

elaborar el Reglamento Pertinente para  el   personal de  seguridad de los 

establecimientos penitenciarios  
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Noveno: 

 

Se procederá a la designación del personal integrantes de la Policía,   quienes  

deberán ser previamente examinados por profesionales  para determinar su salud 

mental, a fin de  determinar el perfil requerido para ese tipo de funciones,  cuya  

capacitación estará a cargo de los profesionales indicados, con el objeto de brindar 

efectivos servicios a la población penitenciaria, por encontrarse perfectamente 

capacitados en Derechos Humanos. 

 

Estos deberán cubrir los turnos de manera alternada, de  tres efectivos cada uno, 

debiendo conformarse las guardias en cada turno por varones  en la penitenciaria de 

San Pedro y en otros penales para varones. En los centros de Orientación Femenina, 

el personal deberá también ser de sexo femenino, de manera tal de cubrir la totalidad 

del sistema penitenciario. El personal destacado, debe ser destinado  exclusivamente a 

esos fines, lo que implicará una metodología propia que constituye un avance en la 

modalidad de las custodias 

 

El personal destacado a tales funciones, dependerá jerárquicamente del director de la 

penitenciaria   y ajustara su disciplina y servicio al régimen vigente en la Ley de 

Ejecución Penal y Supervisión. 

 

También se realizarán  los cursos de capacitación especial, en Derechos Humanos. 

Asimismo, no podrán ser trasladados a otros destinos, estableciéndose una verdadera 

carrera policial especializada en derechos humanos para trabajar en establecimientos 

penitenciarios. 
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CONCLUSIONES 

 

La presente tesis es de tipología propositiva, toda vez que se postulan los fundamentos 

jurídicos para la capacitación del personal policial, asignado a la seguridad de los 

establecimientos penitenciarios en Derechos Humanos, en vista que todavía se 

producen lamentables hechos de violaciones a los Derechos de las personas privadas 

de libertad, consagrados en los arts. 73 y 74 de la Nueva Constitución Política del 

Estado. 

 

En este sentido, luego de una investigación profunda y exhaustiva, se arribaron a las 

siguientes conclusiones: 

 

Sobre los Objetivos Planteados. 

 

➢ Se determinaron los factores socio jurídicos y penitenciarios,  que sustentan las 

bases de la administración y el personal policial asignado a la seguridad de los 

establecimientos penitenciarios, habiéndose comprobado, que en la actualidad, 

el personal policial asignado a los establecimientos penitenciarios, no solo 

carece de Capacitación y especialización en general y especialmente en 

Derechos Humanos, sino que tampoco es cuidadosamente seleccionado, pues 

se ha podido comprobar en el trabajo de campo realizado, que es designado de 

acuerdo a la orden de destinos de la Policía, sin considerar ni tomar en cuenta 

su vocación, aptitudes, preparación académica y antecedentes personales. Lo 

que es peor, dicho personal no es permanente y se renueva cada año, por lo 

que la experiencia que adquieren durante ese año de permanencia en el 

establecimiento penitenciario se desperdicia y se pierde, por el cambio de 

destino, viniendo nuevo personal policial que desconoce absolutamente este 

delicado trabajo. 

 

➢ También, se establecieron las actuales deficiencias referidas a la capacitación 

en Derechos Humanos del personal policial asignado a la seguridad de los 
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establecimientos penitenciarios, encontrándose que carecen de toda forma de 

instrucción, preparación o capacitación en Derechos Humanos y que ni siquiera 

conocen los derechos de las personas privadas de libertad, consagradas en la 

Nueva Constitución Política del Estado en sus Arts. 73 y 74. como consecuencia 

de esto, se siguen cometiendo abusos en contra  del debido respeto a la digitad 

humana que se debe tener e incluso, se denuncian torturas, trato cruel 

inhumano y degradante realizados por malos funcionarios policiales destinados 

a los Centros Penitenciarios. 

 

➢ Se han propuesto los fundamentos teóricos, doctrinales y normativos que 

permiten incorporar los preceptos socio-jurídicos e institucionales para lograr la 

capacitación en Derechos Humanos del personal policial asignado a la 

seguridad de los establecimientos penitenciarios, que son los siguientes: 

 

➢ Se debe insistir, primordialmente en impartir al personal policial en general y 

mucho mas al asignado a las prisiones, conocimientos básicos en las materias 

de Criminología, Psicología y Sociología Criminales, para que conozcan y 

estudien las causas del delito y la personalidad del delincuente para poder 

trabajar con éxito con privados de libertad y cooperar en su tratamiento, 

enmienda y readaptación social. 

 

➢ Deben recibir entrenamiento policial en artes marciales, defensa personal, 

preparación física, manejo de armas especiales, que no sean armas de fuego, 

para poder utilizar spray de gases paralizantes, armas de schock eléctricos, 

armas que disparen cuerdas que inmovilicen y otras que no revistan peligro para 

la vida e integridad física de los privados de libertad, como esposas, bastones, 

tolenes laques y otras. 

 

➢ Además, deben tener formación psicológica, que les permitan tener serenidad, 

frente a situaciones de riesgo, capacidad de no reacción frente a provocaciones 

y que les permita trabajar bajo presión y circunstancias difíciles y adversas. 
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➢ También, deben recibir lecciones de trato social, técnicas de administración de 

personal, autoestima, técnicas de interrogación sin la utilización de ningún tipo 

de fuerza o violencia basadas exclusivamente en la persuasión. 

 

➢ Sobre todo, deben ser capacitados en los Derechos fundamentales y garantías 

constitucionales, consagradas en los arts. 13 al 19 de la Constitución Política del 

Estado. 

 

➢ También, deben recibir instrucción sobre los Derechos Civiles y Políticos, 

consagrados por la Constitución Política del Estado, en sus arts, 21-28; Los 

derechos de las personas privadas de libertad, enunciadas en los arts. 73 y 74; 

las garantías Jurisdiccionales, descritas en los arts. 109 al 123; del Bloque de 

Constitucionalidad contenido en el Art. 410 del mismo cuerpo legal. 

 

➢ Finalmente, es prioritario que estudien las Reglas Mínimas de las NN.UU. para 

el tratamiento de reclusos, la Declaración de Derechos Humanos, otras 

recomendaciones de las NN.UU., sobre selección y formación del personal 

penitenciario; la declaración sobre la protección de todas las personas contra la 

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes. El conjunto de 

principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma 

de detención y prisión, las reglas de las NN.UU. para la protección de los 

menores privados de libertad.  

 

➢ El pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Ley de Ejecución Penal 

y Supervisión; el Reglamento de Ejecución de penas privativas de libertad y el 

Reglamento del Establecimiento Penitenciario donde cumplan sus funciones. 

 

➢ También se evaluaron las actuales deficiencias y problemas que presenta el 

personal policial asignado a la seguridad de los establecimientos penitenciarios, 

habiendo podido establecer que los policías asignados a los establecimientos 
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penitenciarios, consideran un castigo que los designen a las cárceles, por lo que 

desempeñan su trabajo sin ningún tipo de motivación ni aliciente, que les 

permita la debida dedicación y el alcanzar la excelencia en sus trabajo. 

 

➢ Por otra parte, carecen de especialización, profesionalización y capacitación, 

tampoco son cuidadosamente seleccionados, capacitados ni siquiera con 

cursillos o seminarios ni mucho menos profesionalizados por ente alguno. 

 

➢ Asimismo, no se toma en cuenta si tienen vocación para el trabajo, aptitudes, 

preparación académica para poder ejercer sus delicadas funciones, ni mucho 

menos se revisan sus antecedentes personales, como prescribe el art. 65 de la 

Ley de ejecución Penal y Supervisión. Tampoco son sometidos a un examen 

medico psicológico y social que demuestren sus aptitudes para desempeñar sus 

funciones, como dispone el articulo mencionado. 

 

➢ Si estos principios básicos no se cumplen, mucho menos se toma en cuenta el 

Art. 66 de la Ley de ejecución Penal y Supervisión, que dispone su continua 

actualización y que para ejercer sus funciones, están obligados a aprobar los 

exámenes de selección que no se practican, ni se realizan nunca ni en ningún 

caso. También no existen los cursos de formación y actualización que 

establecen esta norma. 

 

➢ Por el contrario, aparte de la improvisación del personal policial asignado a los 

Centros Penitenciarios, muestra que este personal va a trabajar en dichos 

Centros Penitenciarios, con un propósito negativo, de conseguir ganancias 

deshonestas, pues desgraciadamente, el personal policial, figura en las 

estadísticas oficiales del Régimen Penitenciario, como los principales autores de 

introducir sustancias controladas y alcohol, con un porcentaje hasta del 60% de 

estas sustancias prohibidas que ingresan a las penitenciarias especialmente en 

el caso de San Pedro de la ciudad de La Paz. 
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➢ También, se les culpa de haber propiciado el “Turismo” de extranjeros en este 

centro penitenciario y de cobrar por el ingreso en días y horas prohibidas de 

visitas de familiares y amigos de los internos e incluso de propiciar la 

prostitución, permitiendo el ingreso de meretrices a cualquier hora. 

 

➢ Otro aspecto negativo, es que conservan la vieja práctica de infligir vejámenes y 

torturas en franca violación de los Derechos Humanos de los privados de 

libertad, omitiendo formas establecidas de sanción a las faltas que se cometen. 

En los anexos, incluimos una noticia que da cuenta de que el personal policial 

esposo a una interna en el Centro de Orientación Femenina de Miraflores más 

de una semana a su cama, porque, según señalan intento  escaparse. 

 

➢ Se identificaron los mecanismos que permitieran la capacitación en Derechos 

Humanos del personal policial asignado a las penitenciarias del país, resultando 

que los mas adecuados están referidos en primer lugar a la misma Policía 

Nacional, que tiene el deber de formar a sus miembros a través  de la Academia 

de Policías, la Universidad y la Escuela Básica Policial, que deben especializar a 

sus alumnos, en las diversas ramas y especialidades policiales, entre los cuales 

deben  incluir la especialidad en prisiones, creando además su propia unidad de 

Post Grado, que pueda impartir esta especialidad en prisiones y tratamiento de 

personas  privadas de libertad  
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RECOMENDACIONES 

 

✓ Se recomienda la capacitación y especialización en general y especialmente en 

Derechos Humanos del Personal Policial asignado a los Establecimientos 

Penitenciarios, por parte de la propia Policía, así como se capacita al personal 

policial especializado a otras áreas, como la investigación, inteligencia o Fuerza 

Especial de Lucha contra el Narcotráfico. 

 

✓  El personal policial asignado a los establecimientos penitenciarios también debe 

ser cuidadosamente seleccionado y no solo designado de acuerdo a la orden de 

destinos de la policía, pues debe tomarse en cuenta su vocación, aptitudes, 

preparación académica y antecedentes personales. 

 

✓ También debe  implementarse la inmovilidad funcionaria del personal policial 

asignado a los establecimientos penitenciarios para que sea permanente y no se 

renueve cada año, para aprovechar la experiencia que se adquiere durante la 

permanencia en el establecimiento penitenciario y evitar   que por el cambio de 

destinos, sea asignado nuevo personal policial que desconoce absolutamente 

este complicado y delicado trabajo.  

 

✓ Debe insistirse en la instrucción, preparación o capacitación del personal policial 

asignado a la seguridad de los establecimientos penitenciarios en materia de 

Derechos Humanos y que además tomen pleno conocimiento de los Derechos 

de las personas privadas de libertad, consagrados en la Nueva Constitución 

Política del Estado en sus arts. 73 y 74 para evitar que se sigan cometiendo 

abusos en contra del respeto y la dignidad humana de los privados de libertad y 

así se desechen para siempre las torturas, el trato cruel, inhumano y degradante 

que actualmente existe debido a los malos funcionarios policiales que no 

cuentan con este tipo de capacitación y que son destinados a los centros 

penitenciarios. 
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✓ Dentro de la capacitación integral que debe recibir el personal policial asignado a 

la seguridad de los centros penitenciarios, deben incluirse conocimientos 

básicos en las materias de Criminología, Psicología y Sociología Criminales, 

para que conozcan y estudien las causas del delito y la personalidad del 

delincuente, para trabajar con éxito con los privados de libertad y cooperar en su 

tratamiento, enmienda y readaptación social. 

 

✓ Asimismo dentro de la capacitación que debe tener el personal policial asignado 

a los establecimientos penitenciarios deben recibir entrenamiento policial en 

artes marciales, defensa personal, preparación física, manejo de armas 

especiales que no sena armas de fuego, para poder utilizar gases lacrimógenos, 

enceguecedoras momentáneos y paralizantes, armas de schock eléctricos,  

armas que disparen cuerdas inmovilizadoras y otras que no revistan peligro para 

la vida e integridad física de los privados de libertad, como esposas, bastones, 

toletes, laques y otras.  

 

✓ También dentro de su capacitación deben aprender a tener capacidad de no 

reacción frente a circunstancias delicadas y bajo presión y capacitación 

psicológica que les permita tener serenidad frente a provocaciones y 

circunstancias difíciles y adversas. Además de recibir lecciones de trato social, 

técnicas de administración de personal, autoestima y técnicas de interrogación 

sin utilizar para esto ningún tipo de fuerza ni violencia sino mas bien la 

persuasión. 

 

✓   Además, dentro de su capacitación es aconsejable que reciban instrucción y 

capacitación  sobre las normas constitucionales incursas en los artículos 13 al 

19, 21 a 28; 73 y 74; 109 al 123 y 410 de este cuerpo legal. 

 

✓ El estudio de la Reglas Mínimas de las NN.UU: para el Tratamiento de Reclusos, 

la Declaración de Derechos Humanos, Otras recomendaciones de las NN.UU. 

sobre selección y formación del personal penitenciario, la declaración sobre la 
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protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles 

inhumanas y degradantes, el conjunto de principios para la protección de todas 

las personas sometidas a cualquier forma de detención y prisión, las reglas de 

las NN. UU., para la Protección de los Menos Privados de libertad, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos,  la Ley de Ejecución Penal y 

Supervisión, el Reglamento de Ejecución de Penas Privativas de Libertad y el 

Reglamento de la Penitenciaria donde cumplan sus funciones, también deben 

ser materia de estudio para la formación del personal policial asignado a los 

establecimientos penitenciarios. 

 

✓ Finalmente y para cumplir todo lo señalado anteriormente se recomienda que 

esta capacitación y especialización del personal policial asignado a los 

establecimientos penitenciarios se realice por parte de la misma Policía 

Boliviana, a través de la Academia de Policías, la Universidad Policial y la 

Escuela Básica Policial, que tiene el deber de especializar a sus alumnos en las 

diversas ramas policiales, entre las cuales deben incluir la especialidad en 

prisiones, que también pueden impartir a nivel de post grado. 
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